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INTRODUCCIÓN

La Contraloría de Bogotá, en desarrollo de su función constitucional y legal, en cumplimiento de su Plan de Auditoria Distrital PAD –2005 Fase II, practicó Auditoria Gubernamental Enfoque Integral Modalidad Especial, a la Unidad ejecutiva de Localidades de Educación UEL -SED.

La Auditoría se centró en la evaluación a la Línea de Contratación a través de la cual se evaluó la muestra tomada de los contratos suscritos por la UEL, en la vigencia 2004, en razón a que para la vigencia 2005, en el momento de la selección de la muestra, la UEL  no había suscrito contratos. 

Con el resultado de esta Auditoría se dan respuestas definitivas al Derecho de petición  No. 907-05, interpuesto por la Señora María Esperanza Villamil Nieto – Presidenta del Consejo Comunal Barrio Versalles y a la Solicitud elevada por el , Doctor Oscar Giovanny Balaguera M., Personero de Engativá

El componente seleccionado responde al análisis de la importancia y riesgos asociados al  proceso y actividades ejecutadas.

Al no encontrar hallazgos fiscales, los posibles hallazgos administrativos y disciplinarios se comunicaran con el informe preliminar, las respuestas dadas por la UEL se analizaron, evaluaron e incluyeron en el informe final, cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que la Unidad Ejecutiva de Localidades de Educación UEL –SED tiene para el sector local y/o ciudad, la Contraloría de Bogotá, espera que este informe contribuya a su mejoramiento continuo y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en elevar  la calidad de vida de los Bogotanos.

1. DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL  CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL UEL- SED
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Respetado doctor:

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral  Modalidad Especial, a la Unidad Ejecutiva Local de Educación UEL SED,  a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir una informe integral que contenga el concepto sobre la Gestión adelantada por la Administración de la UEL SED, que incluya procedimientos de acatamiento a las disposiciones legales. 

El informe contiene aspectos administrativos y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de Auditoría, deberán ser corregidos por la UEL (diferentes áreas de la SED), contribuyendo al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente a la eficiente y efectiva producción y/o prestación de servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control. 

La evaluación se llevo acabo de acuerdo con las normas de Auditoria gubernamental Colombianas compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoria establecidos por la Contraloría de Bogotá, por lo tanto, requirió acorde con ellas, de Planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcionara una base razonable para fundamentar los conceptos expresados en el informe integral. El control incluyó el examen sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la Contratación de la UEL SED, en el periodo de 2004 

CONCEPTO SOBRE GESTIÓN Y RESULTADOS

En la Auditoria a la Contratación de la UEL–SED, se encontraron algunas debilidades relacionadas con el funcionamiento del Sistema de Control Interno de la UEL – SED, específicamente en la cultura del Autocontrol, Monitoreo, Planeación de obras y Mecanismos de verificación y Evaluación de la Memoria Institucional relacionada específicamente con el archivo contractual. Lo anterior, afecta la eficacia, eficiencia, confiabilidad y calidad del sistema de control interno de la UEL - SED y el cumplimiento de los objetivos misionales.

Se evidenció que al redactar los objetos de los Contratos, la descripción de los mismos es genérica e incompleta, por cuanto no puntualiza las características de los bienes a adquirir ni determina el anexo en el cual se indican las cantidades a obtener. En la redacción de algunos objetos contractuales enviados en el formato reglamentado por la Contraloría, da la impresión de estarse contratando lo mismo a diferentes contratistas. Hecho en contravía de las normas civiles y comerciales, e incumple con lo establecido por el instructivo  de los formatos reglamentados por la Contraloría de Bogotá. 

En la mayoría de las Minutas contractuales revisadas, se encontraron  errores de redacción, porque no hacen alusión a las obligaciones del contratista sino del proponente, tal es el caso del contrato UEL-SED-VL-049-00-04 y además contienen obligaciones repetitivas, frases incompletas e  incongruentes que en criterio del ente de control, pueden conllevar a errores de fondo en el momento de generarse una reclamación ante la aseguradora correspondiente, por la ocurrencia del  riesgo.

Los documentos anexos a las carpetas archivo de los contratos, carecen en su mayoría de foliación, no están ordenados cronológicamente y en un alto porcentaje  contienen documentos equivocados, es decir, hacen alusión al número del contrato pero en el enfoque general relaciona una localidad diferente y por ende se refiere a instituciones diferentes a las contempladas en el contrato, tal es el caso de los folios 1 al 25 de la carpeta 3/3 del Contrato UEL-SED-12-065-00-04.

Adicionalmente se observan documentos sin fechas  (como en la mayoría de las designaciones de los Interventores o Supervisores de la Secretaría de Educación), y sin registro de radicación, incumpliendo las normas archivísticas de la Nación y del Distrito; debilidad ésta que los enmarca en un incumplimiento a la Ley 87 de 1993 respecto del control documental que se debe ejercer para el fortalecimiento del Sistema de Control Interno. De otra parte, considera este Ente de control, que además de lo anterior, la falta de foliación completa de algunas carpetas, así como los tachones y enmendaduras cometidos al foliar y volver a refoliar, la UEL –SED  no le estaría dando cumplimiento a lo contemplado en el inciso segundo del artículo 39 de la Ley 80 de 1993, que preceptúa: “ Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, inmutabilidad y seguridad de los originales de los contratos estatales”.  

Con respecto al Plan de Desarrollo y Balance Social, el Equipo Auditor considera que la Gestión de la UEL - SED, en términos de efectividad, eficacia, economía e impacto social, en la vigencia auditada; no cumplió con los objetivos y metas trazadas por los Fondos de Desarrollo Local, en razón a la descoordinación de las diferentes Direcciones de la Secretaría de Educación, que de manera directa participan en los procesos de Viabilización, compromiso y ejecución de los recursos presupuestados para cada vigencia, así como  la falta de coordinación entre la UEL y los FDL, para legalizar los elementos adquiridos con recursos de éstos y  recibidos por la Secretaria de Educación.

Durante la ejecución de la Auditoría  se evidenció que se viabilizaron, comprometieron y ejecutaron los proyectos de Informática, sin que en los IED se cuente con la Red de energísación, para poner a funcionar los equipos que se adquieren, caso del Contrato UEL-SED-VL-049-00-04, en el que la entrega de los equipos está atrasada en espera de que la Subdirección de Plantas Físicas instale la red de energía y permita así entregarlos funcionando. 

Además, se viabilizan los proyectos de obra sin que se cuente con la licencia de reconocimiento y la licencia de construcción, hecho que conlleva a suspensiones de un año y hasta más sin que se pueda ejecutar el objeto contratado como se tenía previsto, generando obras inconclusas y mayores costos a futuro para su terminación, tal es el caso del contrato UEL-SED-054-00-03, el que inició el 11 de diciembre de 2003 y actualmente está suspendido en espera de una adición para ser terminado. 

Igualmente, se viabilizan los proyectos para dotar a los IED del material para laboratorios de Física, Química y Biología sin que se cuente con el espacio físico para su disposición y funcionamiento, como es el caso del Contrato UEL-SED-VL-050-00-04, el que habiéndose visitado en la Localidad de Kennedy, para comprobar su ejecución, se encontró que los elementos están embodegados; igual ocurre con los contratos del Proyecto “ Bogotá Bilingüe en 10 años”  cuyos componentes ( material bibliográfico, equipos audiovisuales, equipos informáticos y mobiliario) necesitan para darlos al servicio, de un procesamiento técnico y de catalogación, que aún no se ha contratado.  

Frente a la suspensión de las obras se observó, que quien  asume finalmente la Interventoría del contrato de obra, es la Subdirección de Plantas Físicas, tal es el caso del contrato 10-012-00-03; sin embargo, de ser comprobado que los contratos de Interventoría son cancelados en su totalidad, sin que termine el contrato de obra, podrían generarse daños patrimoniales.  Considera este ente de control que la Subdirección de Plantas Físicas debe buscar el mecanismo con la Dirección Jurídica, para terminar los Contratos de Interventoría y/o Consultoría cuando los contratos de obra se suspendan de manera indefinida, a sabiendas de que mientras no se cuente con las respectivas licencias o estudios, no se puede continuar el contrato de obra. 

De las visitas fiscales realizadas a algunos IED, se evidenció la falta de cumplimiento al  artículo 66 de la Ley 80 de 1993, concordante con el artículo 9° del decreto 2170 del 30 de Septiembre de 2002, por cuanto no hay conformación de Veedurías Ciudadanas para el ejercicio de la  vigilancia sobre la contratación, los Rectores no conocen los contratos y solamente participan a través de las facturas presentadas por los contratistas en los casos de suministro y compraventa, y para el caso de obra, les presentan las actas de recibo de obra para su firma, sin que en realidad sepan que es lo que están recibiendo.

Teniendo en cuenta que los contratos que celebra la UEL-SED con recursos de los veinte Fondos de Desarrollo Local, son para los IED del Distrito Capital, considera este Ente de Control, se debe enterar por lo menos a los Rectores y a los Docentes del área relacionada con el proceso a iniciar o a entregar, para la ejecución de cada proyecto, con el fin, de que ellos puedan desarrollar las Veedurías en las etapas del proceso postcontractual, aportando recomendaciones oportunas y ayudando a vigilar la ejecución del contrato; así, se fortalecerá la eficiencia institucional y la probidad en la actuación de los funcionarios públicos.

Dados los anteriores resultados, se evidenció que la gestión durante la vigencia del 2004, de la UEL –SED (las diferentes áreas de la secretaría de educación), en la Inversión de las Recursos de los FDL, fue antieconómica, ineficiente e ineficaz, porque la mayoría de las obras son inoportunas y las dotaciones se embodegan sin prestar el servicio para el cual se efectuó la inversión, ni generar el impacto social en las Localidades del Distrito Capital.

CONSOLIDACIÓN DE HALLAZGOS

En desarrollo de la presente Auditoría, tal como se detalla en el anexo No 1,  se establecieron 39 hallazgos administrativos. 

A fin de lograr que la labor de Auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la Entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince días (15) siguientes del recibo del presente informe.

El Plan de Mejoramiento deben detallar las medidas que se tomarán, respecto de cada uno de los hallazgos identificados,  cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.

Noviembre de 2005

NÉSTOR ENRIQUE RODRÍGUEZ BLANCO

Director Técnico

Desarrollo Local y Participación Ciudadana

2. ANÁLISIS  SECTORIAL

1.1. ANTECEDENTES DEL SECTOR

El presupuesto de las localidades está constituido en un 99,0% por transferencias de la administración central, provenientes del 10,0% de los ingresos corrientes del Distrito. A través de los FDL se ejecuta aproximadamente el 4,0% del total de la inversión que la administración distrital realiza en las localidades, mientras que el otro 96,0% restante es ejecutado por entidades de la Administración Central y por los establecimientos públicos distritales.

El sector local tiene un alto grado de dependencia del sector central, con lo cual las deficiencias en el proceso de interacción entre la gestión central, la coordinación interadministrativa y la gestión local cobran gran importancia dentro del análisis del proceso en todo su contexto, siendo preciso determinar el papel descentralizador en las diversas localidades, de la Secretaría de Gobierno, el Departamento Administrativo de Planeación Distrital y la Secretaría de Hacienda. Es evidente que la aparente autonomía local en la toma de decisiones se ve limitada por ejercer representatividad directa de la Alcaldía de Bogotá.

Con lo anterior, el contexto socioeconómico de las localidades se dimensiona desde la descentralización de la ciudad, sus avances y estancamientos. El modelo descentralizador se ve fortalecido a partir del Estatuto Orgánico de Bogotá, porque con el decreto 1421 de 1993 se crearon las juntas administradoras locales, la elección de ediles, y la conformación de los veinte (20) fondos de desarrollo local. Esta norma ha orientado desde entonces la acción local en la asignación y ejecución de recursos, competencias de las autoridades locales, supresión o creación de nuevas localidades.

La pretendida autonomía depende en gran medida de los recursos locales y de la participación ciudadana en la elaboración, aprobación, ejecución, seguimiento, evaluación y control del plan de desarrollo económico y social para las localidades a través de los encuentros ciudadanos y los consejos de planeación local. Es claro que están en cuestión los preceptos de la descentralización como la capacidad de afianzar la legitimidad del gobierno a través de la distribución del poder, la capacidad de obtener ganancias en términos de eficiencia, lograr la focalización de la problemática con equidad, condiciones que no se han dado porque las instituciones territoriales no son eficientes, presentan debilidades administrativas, en especial de planificación. 

El proceso de contratación bajo el esquema FDL - UEL ha promovido la inversión local por parte del ente central desvirtuando con ello el modelo de descentralización, delegación y desconcentración de funciones predicado por la Carta Política. Las experiencias en la aplicación del modelo de contratación evidencian que el problema se centra en la débil estructura administrativa, incapacidad de gestión y falta de articulación entre los funcionarios responsables de aplicar las metodologías de planeación, ejecución y evaluación de resultados generados con los recursos locales.

En conclusión, no existe la efectiva coordinación interinstitucional que se buscó al expedir las normas que servirían como base a este proceso y que generarían compromiso en sus gestores para el desarrollo de dicho modelo; así mismo, la participación ciudadana no ha generado los resultados esperados, en tanto no se han dado los cambios en la institucionalidad de la administración del Estado, orientados a alcanzar una sociedad autorregulada, fuerte y que asuma su responsabilidad en la utilización de los espacios de concertación y decisión local.

Aunque algunos mecanismos de participación se han consagrado y se pretenden desarrollar a través de los encuentros ciudadanos y en la convocatoria de las veedurías a efectuar control social a la contratación, estos, no cumplen con el espíritu de la norma, teniendo en cuenta que finalmente no se materializa el poder fiscalizador y decisorio en cabeza del ciudadano.

1.2. DIAGNÓSTICO PRELIMINAR DEL SECTOR
El sector local se encuentra caracterizado por la falta de autonomía, donde la pretendida descentralización no es más que una utopía. Evidencia de ello es la situación presentada en las dos (3) últimas administraciones, donde la asignación de recursos locales y, principalmente, la ejecución de dichos recursos han estado ligadas al esquema local FDL - UEL
, proceso que ha demostrado su ineficiencia e inoperancia, teniendo en cuenta que más del 85,0% de los recursos que aportan parcialmente la solución a la problemática local, son intermediados en su ejecución por las UEL en forma tardía e inoportuna.

De otra parte, la tutoría y el permanente direccionamiento de la Secretaría de Gobierno, hace ver a las juntas administradoras locales, a los fondos de desarrollo local y, en general, a las administraciones locales, como apéndices de la administración central; sólo basta recordar que las plantas de personal de las localidades son de la Secretaría de Gobierno y que el alcalde local es designado por el Alcalde Mayor, siendo sujeto de libre nombramiento y remoción por parte de éste, a pesar de ser escogidos de una terna presentada por las JAL.  En síntesis, se puede afirmar que los incipientes avances de descentralización logrados para Bogotá, a partir de la Constitución de 1991, se han venido perdiendo, principalmente por vía normativa.  Todo lo anterior ha incidido negativamente en el contexto local, mostrando que la ejecución de los planes de desarrollo local presentan un rezago de casi dos años sin un impacto social positivo. Lo anterior, por cuanto se han afectado los procesos de planeación y de inversión, por no contar con soportes técnicos y económicos reales y ajustados en el tiempo.

En cuanto a las características socioeconómicas del sector local, este tiene que ver con el tamaño del territorio y su vinculación directa con la población habitante; como en casi todos los temas de descentralización distrital se presentan contrastes en su comportamiento, lo cual impide que esta variable de caracterización sea más útil en el proceso de inversión y toma de decisiones locales. Las localidades de menos de 200.000 habitantes son consideradas como pequeñas y tienen dos grupos muy bien diferenciados: un grupo pertenece en su gran mayoría al estrato 4, con un promedio de NBI del 7,0% y sus ejemplos más concretos son Teusaquillo, Chapinero y Barrios Unidos. El segundo grupo, conformado por Santa Fe, Mártires, Antonio Nariño y Candelaria, pertenece al estrato 2 y 3, teniendo un promedio de NBI de 9,0%. Se puede concluir, que las localidades consideradas como pequeñas por su población y territorio tienen un nivel de calidad de vida aceptable, aclarando que Santa fe y Mártires están básicamente afectadas por otro elemento de caracterización que es su ubicación geográfica.

Las localidades con población de más de 200.000 habitantes y menos de 400.000 son consideradas como medianas, y presentan diferenciación de la siguiente manera: un grupo, conformado por Usaquén, Rafael Uribe, Fontibón y Puente Aranda, cuyo estrato característico es 3 y promedio de NBI de 10,0%; un segundo grupo con San Cristóbal, Tunjuelito y Usme, con estratos mayoritarios 1 y 2, y con promedio de NBI de 15,0%. Al igual que el grupo anterior, existen contrastes pero en menor medida, determinados básicamente por la localización geográfica, la población desplazada y el desorden en el crecimiento urbano por los barrios ilegales.

Las grandes localidades son Ciudad Bolívar, Kennedy, Engativá, Suba, Bosa y San Cristóbal, que tienen más de 450.000 habitantes y dos grupos diferenciados: Kennedy, Engativá y Suba, con un promedio de NBI de 16,0% y estratos característicos 2 y 3; y Bosa, San Cristóbal y Ciudad Bolívar con promedio de NBI de más del 22,0% y estratos característicos 1 y 2. Uno de los problemas a enfrentar y solucionar en localidades como Ciudad Bolívar, Usme, Bosa, Santa Fe, San Cristóbal, Usaquén, Suba, Kennedy y Engativá tiene que ver con las zonas definidas como de alto riesgo no mitigable de remoción y de inundación, peligro latente para quienes construyen allí de manera ilegal. 
Otro aspecto importante por solucionar es el gran aumento de la población desplazada por la violencia, que llega en condiciones muy precarias y que, en muchos casos, termina viviendo en alguno de los aún existentes asentamientos ilegales, como en las localidades de Ciudad Bolívar, Kennedy, Bosa y Usme. En infraestructura es recurrente la queja de las comunidades en cuanto al deterioro de la malla vial, ocasionado por la política de la Administración Central Distrital encaminada a destinar grandes recursos para los ejes viales troncales hoy destinados a Transmilenio, supeditando la solución de la deteriorada malla vial local a las Administraciones Locales con los insuficientes recursos que se les otorga.

CUADRO Nº 1

NECESIDADES BÁSICAS INSATISFECHAS -NBI
- EN BOGOTÁ D.C. - 2003

	LOCALIDAD
	POBLACIÓN 2003*
	PERSONAS EN POBREZA
	PERSONAS EN MISERIA

	
	
	Nº
	%
	Nº
	%

	USAQUÉN
	441.131
	17.324
	3,9
	-
	0,0

	CHAPINERO
	135.895
	2.150
	1,6
	-
	0,0

	SANTA FE
	126.014
	16.117
	12,8
	-
	0,0

	SAN CRISTÓBAL
	488.407
	77.284
	15,8
	16.121
	3,3

	USME
	252.817
	37.291
	14,8
	5.367
	2,1

	TUNJUELITO
	225.511
	20.965
	9,3
	2.380
	1,1

	BOSA
	525.459
	51.135
	9,7
	7.946
	1,5

	KENNEDY
	898.185
	81.525
	9,1
	13.583
	1,5

	FONTIBÓN
	284.449
	19.243
	3,8
	-
	0,0

	ENGATIVÁ
	796.518
	29.994
	3,8
	1.157
	0,1

	SUBA
	805.245
	22.808
	2,8
	4.613
	0,6

	BARRIOS UNIDOS
	178.704
	6.234
	3,5
	73
	0,0

	TEUSAQUILLO
	155.841
	313
	0,2
	-
	0,0

	LOS MÁRTIRES
	101.755
	5.166
	5,1
	586
	0,6

	ANTONIO NARIÑO
	104.120
	3.104
	3,0
	-
	0,0

	PUENTE ARANDA
	288.890
	10.620
	3,7
	1.122
	0,4

	LA CANDELARIA
	26.898
	2.418
	9,0
	274
	1,0

	RAFAEL URIBE U
	422.969
	35.142
	8,3
	4.075
	1,0

	CIUDAD BOLÍVAR
	602.697
	97.447
	16,2
	17.931
	3,0

	TOTAL
	6.861.499
	536.278
	7,8
	77.182
	1,1


* Población obtenida a partir de encuestas de calidad de vida, Bogotá D. C. 2003.

Fuentes: Dane, Encuesta de Calidad de Vida, 2003. DAPD, Subdirección de Desarrollo Social, Encuesta de Calidad de Vida de Bogotá D. C., 2003.

De otra parte, es preocupante que en localidades como Ciudad Bolívar, San Cristóbal, Kennedy, Bosa y Usme se enfrenten problemas tan graves como la situación de extrema pobreza y miseria (ver cuadro Nº 1) en que vive actualmente la población. En estas localidades se encuentran 60.950 personas en miseria, es decir el 79,0% del total de Bogotá, que asciende a 77.182 personas.

Igualmente, estas localidades deben enfrentar los más altos niveles de necesidades básicas insatisfechas; la evidencia muestra como la mayoría de la población está dentro de los estratos 1 y 2 y se encuentra clasificada en los niveles 1 y 2 por el Sisben (ver cuadro Nº 2).
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Todo esto hace que estas localidades estén consideradas como las de situación más crítica en términos de pobreza, con las consecuencias que esto acarrea.

De otra parte, en el sector local de Bogotá el tema de la educación se caracteriza por dos aspectos contradictorios: por un lado se ha tratado de aumentar la cantidad de cupos (ver cuadro Nº 3), buscando crear conciencia de lo importante que es educar a los niños y jóvenes, de acuerdo con la necesidad de ampliar la oferta; pero por otro lado hay preocupación por la deserción educativa en el nivel superior y universitario y por el aumento del desempleo que la gente percibe como crítico. 

La población en edad escolar en Bogotá estimada para el año 2002 era de 1.540.798 niños y jóvenes; es decir que están entre los 5 y 17 años de edad. Las localidades que concentran esta población son: Kennedy con el (13,9%), Engativá (11,2%), Suba (11%), Ciudad Bolívar (10,7%) y San Cristóbal (8,3%)
. 

Por estratos, los niveles 1 y 2 concentran el 46,1% de la población en edad escolar, correspondientes a 710.615 estudiantes que se ubican principalmente en las localidades de Ciudad Bolívar con el 21,8%, San Cristóbal con el 15,1%, Bosa con el 12,8%, Kennedy con el 12,2%, Usme con el 10,1% y Suba con el 8,2%. Por su parte, el estrato 3 presenta el 41,4% de esta población y los restantes, el 12,5%.

CUADRO Nº 3

[image: image2.png]Cobartura de Demanda Efectivay Potencial de Educacién Inicalpor Localidad

Worbre de s Tofal Cupos |_Demands Efectiva | _Demanda Potencal
Localidsd 2003 Toral | Daficit | Toml [ afict

Tqen o 1557 ) o | o
Capnes £ i3 i3 RCAN
Sora 72 Candetars B0 T NN N
S Crb pioy EXE} I
iy T R T I 3
Torfels T80 I S N 5
Boea ERTE) I S WY B 13
Hennedy EXET) S | | wsk | ew
Fontioon 60 B0 o T
Erazta T2 o N 723 73
Sibs ) EACFE T S N 1
Saric? U~ TeUEREIE 75 i I
ot Warie: 0 e T T 11
Tt 158 pis o0 5 T
Pugnts Aranga 265 0 S I T
Rarsel U Urbe 755 EX o Son | e
Ciogad eatiar S35 S K R 3
Sumapaz

ot Cabecara N 00 N N30

ente: DEBS





Para la vigencia 2003, de acuerdo con la demanda efectiva, el mayor faltante de cupos se encontró en las localidades de Los Mártires, Bosa, Engativá, Ciudad Bolívar, Suba y Usme. De igual forma, según los mayores déficit potenciales, de acuerdo con el NBI, se localizan en Puente Aranda, Fontibón, Ciudad Bolívar, Kennedy, Engativá, Suba y Usaquén.

Las estimaciones del NBI se realizaron sobre el censo de 1993, por lo que no se tiene en cuenta el impacto de la crisis económica de la última década, ni las nuevas demandas generadas por la población desplazada por la violencia. Tampoco se considera en estas estimaciones a la población asentada en la localidad de Sumapaz, la cual tiene los mismos derechos que el resto de los habitantes de la ciudad. Dadas las exigencias, las mayores inversiones en el sector educativo tanto en educación primaria y secundaria, como en educación presencial inicial, deben realizarse de manera prioritaria en localidades como Ciudad Bolívar, Bosa, Suba, Kennedy y Usme, no sólo por el diagnóstico de este sector, sino también porque sus cifras de pobreza y vulnerabilidad así lo exigen.

El tema de empleo, a pesar de no ser de competencia de lo local, sí es un problema al que la administración central distrital le debe prestar atención, ya que, en general, la tasa de desocupación en el Distrito es del 13,11%, es decir 451.385 personas
 económicamente activas. Para la vigencia 2003 la tasa de desempleo en Bogotá alcanzó el 17,4%. 

Los espacios recreativos, lúdicos y deportivos, como parques y zonas verdes e instalaciones apropiadas para desarrollar actividades deportivas, culturales o de recreación pasiva son exiguas en las localidades como Ciudad Bolívar, Usme y Bosa. En este sector de la ciudad solo se cuenta con el Parque Metropolitano El Tunal, perteneciente a la localidad de Tunjuelito.

De este breve diagnóstico, y en concordancia con algunos datos del estudio de la pobreza en Bogotá
 se deduce que las poblaciones más necesitadas por su carencia de acceso a los bienes y servicios básicos se ubican en las localidades de Ciudad Bolívar, Kennedy, Bosa, Usme, San Cristóbal, Rafael Uribe Uribe, Santa Fe y Engativá. 

Excepto por Usme y Santa Fe, las precitadas localidades no solo presentan el mayor porcentaje poblacional sino que también su ritmo de crecimiento es superior al de otras zonas de la ciudad.

Además, estas localidades registran la mayor población en estratos 1 y 2; el mayor número de inscritos en los niveles I y II de Sisben; las tasas más altas de necesidades básicas insatisfechas -NBI-; los mayores déficit de educación inicial, primaria y secundaria; los más bajos índices de estado global de la salud, los mayores porcentajes de vías en mal estado y la mayor carencia de espacio público peatonal. Además, algunas de ellas registran las tasas más altas de homicidio de la ciudad. Por todo ello, se amerita la intervención integral y prioritaria de la administración distrital en estas localidades, tanto con recursos de la administración central como local.

En materia presupuestal, para la vigencia 2003 el sector local contó con un presupuesto acumulado de $352.566,7 millones, de los cuales la inversión directa del periodo fue de $227.726,5 millones, las obligaciones por pagar fueron de $122.712,6 millones (distribuidos en reservas presupuestales, cuentas por pagar y pasivos exigibles) y la disponibilidad final fue de $2.127,6 millones.

La ejecución presupuestal global acumulada del sector local en la vigencia 2003 fue de $322.979,0 millones, es decir el 91,6% del total de recursos apropiados para el período. Sin embargo, la ejecución efectiva relacionada con las autorizaciones de giro, solo alcanzó un total de $171.096,5 millones, es decir el 48,5% del total de recursos. De otra parte, los compromisos y reservas alcanzaron un total de $151.882,5 millones lo que representó el 43,1% de los $352.566,7 millones apropiados finalmente para la vigencia. El saldo no ejecutado en la vigencia alcanzó el 9,4% de los recursos apropiados para el periodo, es decir $31.715,3 millones. 

Lo anterior evidencia el rezago en la ejecución de los presupuestos locales, problema que se ha acrecentado desde el traslado de la competencia de la ejecución de parte de dichos recursos en las UEL, proceso que incide en el incumplimiento y atraso de los objetivos, programas, subprogramas, proyectos y metas establecidos en los planes de desarrollo locales.

Como ejemplo de lo anteriormente mencionado, en la vigencia 2003, en las veinte localidades, se incluyeron para ser ejecutados un total de 612 proyectos; de estos el 7,68%, que representó 47 proyectos, no fue ejecutado o sus recursos fueron contracreditados, quedando un total de 566 proyectos, de los cuales tan solo 44, es decir el 7,77%, presentaron giros del 100,0% durante la vigencia de 2003; los recursos de los restantes 500 proyectos, el 88,34%, quedaron en reservas presupuestales, lo cual implicó el traslado de la ejecución física de estos para la vigencia 2004.

En relación con la supuesta falta de adecuados estudios técnicos y la posible solución con la implementación del proceso FDL - UEL, y de acuerdo con los resultados de la muestra seleccionada en la auditoría regular de la evaluación a la vigencia 2003, las principales observaciones, dentro de la línea de contratación, tuvieron que ver con la falta de estudios jurídicos y técnicos previos a la apertura de las licitaciones y celebración de los contratos, con lo cual se desvirtúa la supuesta mejora de dicha irregularidad.

Los procesos de planeación y contratación fueron deficientes e inoportunos, notándose la mayor concentración de los compromisos al final de la vigencia, lo cual denota falencias en la formulación y ejecución de los proyectos, en el cumplimiento de funciones y en el intercambio de información entre los fondos de desarrollo local, que son los que tienen la responsabilidad de la expedición de certificados de disponibilidades y registros presupuestales; formulación de los proyectos; diligenciamiento de las fichas EBI e inscripción en el Banco de Programas y Proyectos; avales de la oficina de planeación local; descripción y análisis de conveniencia; presupuestos de obra y suscripción de convenios interadministrativos de cofinanciación, y en las UEL donde debían responder por la evaluación de la viabilidad técnica de las solicitudes; devolución de solicitudes no viables para ajuste; selección objetiva para la contratación; suscripción de contratos; solicitud de registros presupuestales a los FDL y elaboración de relaciones de giro para efectos del pago.
En este orden de ideas, el balance social de las administraciones locales indica que estas no cumplen con los objetivos y la misión de mejorar oportunamente el nivel de calidad de vida de la población, dada la falta de oportunidad en la solución de los problemas más sentidos de la comunidad a través del gasto social; por lo tanto el impacto hacia la comunidad es tardío, por cuanto el bajo índice de ejecución de la inversión y la demora en la ejecución de los proyectos no permiten que los habitantes de las localidades solucionen la problemática relacionada con las competencias de las administraciones locales en materia de infraestructura vial, salud, seguridad, educación y medio ambiente, entre otras, mostrando así un proceso administrativo ineficaz e ineficiente en la gestión local.

De otra parte, a pesar de la experiencia en el proceso de contratación entre los FDL y las UEL, este no se ha consolidado y, por el contrario, hoy son el problema central que ocasiona la deficiente gestión de la inversión en el sector local.
Por lo evidenciado anteriormente, es indudable que el modelo FDL - UEL ha influido negativamente en la gestión local, en todas sus áreas, mostrando ineficiencia en la distribución y ejecución de los dineros públicos. 
3.  RESULTADOS DE LA AUDITORIA

Se presentan a continuación los 39 hallazgos administrativos encontrados en la ejecución de la Auditoría Especial a la Contratación de la UEL –SED durante el año 2004:

3.1. INCUMPLIMIENTO DE LAS RESOLUCIONES REGLAMENTARIAS 052 DE 2001 Y 005 DE 2005 DE LA CONTRALORÍA DE BOGOTÁ. 

La UEL – SED (Dirección Administrativa) en la Relación de Contratación enviada en los formatos a la Contraloría de Bogotá, al redactar los objetos de los Contratos, debe precisar,  linderar ( si es del caso ) o hacer alusión al anexo que discrimina el objeto, con el fin de demostrar la diferencia del mismo al relacionarlos en los formatos preestablecidos por la Contraloría de Bogotá, mediante Resoluciones Reglamentarias 052 de 2001 y 005 de 2005.  Revisados los Objetos de los Contratos descritos en la relación de Contratación enviada por la UEL – SED a la Contraloría de Bogotá, se observa que la descripción de los mismos es genérica y el alcance del objeto es incompleto, por cuanto no puntualiza las características de los bienes a adquirir, ni determina el anexo en el cual se indican las cantidades a obtener. 

En consecuencia se tomaron los contratos de Suministro Números 057, 059, 061, 063 y 087, para verificar los objetos de las minutas contractuales, encontrando que tanto la redacción del mencionado objeto contractual como el alcance del mismo, dan la impresión de estarse contratando lo mismo a diferentes contratistas. Hecho en contravía de las normas civiles y comerciales, e incumple con lo establecido por el instructivo  de los citados formatos, reglamentados por las ya citadas Resoluciones. Configurándose un posible hallazgo administrativo. 

La respuesta dada por la Administración no Subsana el posible Hallazgo administrativo por cuanto el formato reglamentado por la Contraloría de Bogotá, mediante la Resolución Reglamentaria 052 de 2001, anexo No 9 (Sistema de Información Contractual - SIC), solicita entre otros la descripción del Objeto Contractual y no del Objeto del Proyecto. De otra parte, la Resolución citada en la Respuesta no tiene que ver con la unificación de la información, sino que modifica el cronograma para la presentación de la información contractual, reglamentada mediante la Resolución Reglamentaria 023 de 2005.

 En consecuencia se configura el Hallazgo Administrativo y queda para el Plan de Mejoramiento.

3.2. INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA DEL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL –SED –VL –057 –00 - 04

En el Contrato celebrado con Pearson Educación de Colombia Ltda. por valor de $153.683.083, en cuyo objeto el contratista se compromete a dotar de material bibliográfico, los centros de idiomas de las Localidades de: San Cristóbal, Fontibón, Kennedy, Puente Aranda y Rafael Uribe Uribe. Del análisis del contrato se encontró que: 

La UEL- SED debe al suspender los contratos, velar porque la misma se dé por razones de fuerza mayor o caso fortuito acreditable. Revisada la carpeta del contrato se corroboró que este se suspendió el 20 de abril de 2005, según  acta de suspensión No 1, con un fundamento que enmarca a los almacenistas de las cinco localidades donde se ejecutó el contrato y a la supervisión del mismo, en deficiencias administrativas, toda vez que el contratista entregó dentro de los términos pactados, según oficios del contratista del 12,13 y14 de abril de 2005, oficios que reposan en las carpetas 3 y 4 del contrato; en consecuencia a la fecha de revisión(agosto 2 al 5 del 2005) no se ha cancelado o pagado su valor, situación que incumple lo pactado en la cláusula octava del contrato. Hecho que transgrede el artículo 1602 del código civil “ el contrato es ley para las partes”, y es contradictorio con lo que establece el numeral 4° del artículo 25 de la ley 80 de 1993. Configurándose un posible hallazgo administrativo.

La respuesta dada por la Administración confirma el posible Hallazgo administrativo. Cabe agregar que además de la responsabilidad de los Almacenistas, la Supervisión del referido contrato estaba obligada a adelantar las gestiones necesarias ante los FDL para lograr el cumplimiento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos del contratista (el resaltado es nuestro). En consecuencia se configura el Hallazgo Administrativo y queda para el Plan de Mejoramiento.

3.3. INCUMPLIMIENTO DE METAS Y OBJETIVOS DEL PROYECTO RELACIONADO CON EL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL –SED –VL –057 –00 - 04

Con la verificación a la ejecución del contrato 057 de 2004, se encontró que el material bibliográfico adquirido a través del citado contrato, se encuentra embodegado en los IED. Antonio Van Uden, Instituto Técnico Internacional y Costa Rica. Coinciden los Rectores con la Subdirección de Formación de Educadores (responsable del proyecto), en manifestar que dicho material no se puede colocar a disposición de la comunidad educativa hasta que no se realice el procesamiento técnico y de catalogación, para darle seguridad al uso de dicho material, verificado el manejo en el almacén del Fondo de Desarrollo Local de Fontibón, se encontró que la almacenista Ingeniera Ángela Cecilia Melo, Profesional Universitario 340 grado 10 de la Secretaria de Gobierno, exhibió un comprobante de Ingreso o Entrada de Almacén numerado con el 000071168 del 2 de mayo de 2005, en el que no detalla los elementos objeto del contrato, valores unitarios, cantidades ni códigos del mismo, y al que según manifestación de la misma almacenista “dicho comprobante es provisional”.  

Es de resaltar que el contratista entregó el material bibliográfico objeto del contrato a los respectivos IED. desde el 14 de abril del 2005, y a la fecha de la visita fiscal (11 de agosto), no se había elaborado el comprobante oficial de Ingreso al almacén del Fondo. Dadas las anteriores premisas, se visitó el almacén de la Secretaria de Educación, con el fin de verificar el manejo dado por dicho almacén a los elementos adquiridos mediante contratos celebrados por la UEL –SED con recursos de los FDL del Distrito Especial de Bogotá y que son destinados para los  IED de las diferentes localidades.

La visita fue atendida por la Administradora de Empresas, señora Dionicia López de Mesa, profesional Especializada de la Subdirección de Recursos Físicos de la Secretaría de Educación del Distrito, la que al ser cuestionada sobre el procedimiento advertido en las visitas a los IED. de Fontibón, Puente Aranda y Kennedy, exhibe un cuadro de control manejado por ella en seis (6) folios de los contratos UEL- SED, donde se observan siete (7) contratos de los incluidos en la muestra para el desarrollo de la Auditoría Especial, un (1) contrato de la vigencia 2001, catorce (14) de la vigencia 2003, cuarenta y tres (43) de la vigencia 2004, dos (2) de comodato, uno (1) por establecer número y vigencia y un (1) convenio de 2005, en el que la mayoría de los ingresos de los anteriores contratos, no han sido posible de legalizar en el citado Almacén, ni los elementos objeto de los mismos se han podido ingresar a los inventarios de la mencionada Secretaría, como tampoco gozan del Amparo sobre los Riesgos que cubre la Póliza de Garantía de la Secretaría de Educación para los bienes de su propiedad.

Lo anterior según la mencionada almacenista, por  la falta de gestión de los Fondos, para la elaboración de los Convenios Ínter administrativos de traslado a la Secretaría de Educación, como lo establece la Resolución 001 de 2001”. Tales circunstancias además de reflejar saldos irreales en los Estados Financieros de los Fondos, incumple con lo normado en la ya citada Resolución. Como resultado de lo esbozado, se calculó que el valor de los elementos en riesgo por la falta de su legalización, adquiridos con recursos de los Fondos de Desarrollo Local para los IED de la Secretaría de Educación, asciende a la suma de $6.764.180.753.61. 

Considera el equipo Auditor, que se debe compulsar la correspondiente investigación disciplinaria, ya que con tal procedimiento, se transgrede la Resolución 001 del 20 de septiembre de 2001, “Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo y Control de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito Capital”.

La respuesta dada por la Administración no Subsana el posible Hallazgo Administrativo con incidencia Disciplinaria, por cuanto persiste el incumplimiento del metas y objetivos del Proyecto como lo evidencia la respuesta y además el procedimiento utilizado tanto en los Fondos como en la SED, para la legalización de los elementos adquiridos con recursos de los Fondos para los IED, incumple con lo normado en la Resolución 001 de 2001  “Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo y Control de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito Capital”. Cabe resaltar que el Hallazgo está fundamentado en el Acta de visita especial al Almacén de la SED del 16 de agosto de 2005 y en las Actas de visita especial a los contratos UEL-SED-057-00-04 y UEL-SED-059-00-04 a los Fondos de Desarrollo Local de Kennedy y Fontibón.

El hecho de haber iniciado el proceso de legalización de ingreso y egreso oficial en la SED y en los Fondos, así como la actualización de inventarios, no enmienda el incumplimiento a la ya citada Resolución. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005 y para lograr que las actividades a realizar se cumplan, se citará a mesa de trabajo, a los Alcaldes y Almacenistas Locales, así como, la Subsecretaria para Asuntos Locales de la Secretaria de Gobierno, para el 30 de Noviembre de 2005. Así mismo, la mesa  de trabajo decide que el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento

3.4. CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-04-110-00-04 

En el Contrato de Consultoría y obra celebrado con Consorcio Bahía, por valor de $84.023.061, en cuyo objeto el contratista se compromete a realizar a precio global fijo el diseño arquitectónico, los estudios técnicos complementarios y la ejecución de las obras necesarias para la atención de emergencias, obras de reparación y/o mejoramiento de la IED Ecuador Sede B Vitelma, se encontró que :

La UEL - SED no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos del Fondo de Desarrollo Local de San Cristóbal. Revisada la minuta del contrato se observó que en el parágrafo 2 “rendimientos financieros” de la cláusula octava “anticipo” se pactó: “los rendimientos que llegaren a producir los recursos entregados al proponente, deberán ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital o favor Dirección Distrital de Tesorería – Secretaría de Educación D.C.”. En consecuencia la determinación pactada en el contrato sobre la destinación de los rendimientos de los recursos del citado Fondo está pactada en contravía de lo que establecen los artículos 84, 85 y 86 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería distrital – Administración Central. Configurándose un posible hallazgo administrativo. 

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.5. INCUMPLIMIENTO A LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y AL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-04-110-00-04

La UEL – SED (Dirección Administrativa) y el Fondo de Desarrollo Local de San Cristóbal, debieron exigir al contratista el cumplimiento de la obligación pactada en el parágrafo tercero de la cláusula octava del contrato “ANTICIPO”.  Revisados los documentos de la carpeta archivo de este y los soportes allegados el 23 de agosto de 2005, no se encontró la relación que garantice el manejo y control de los dineros recibidos como anticipo y acordes con el cronograma de inversión del mismo; solamente se observaron que de los folios 121 al 129 de la carpeta archivo del contrato inicialmente presentada se encuentran algunos soportes que corresponden a la entrega del talonario de ahorros al banco, cotizaciones del contratista por valor de $847.6911 y $1.1189.022; (en la carpeta finalmente presentada), una relación de facturas que no cumple con la norma tributaria, ni es coincidente con las facturas anexas, por cuanto la factura 15229 de febrero 21 de Depósito de materiales La Hacienda revela un valor de $1745.690 y la relaciona por un $1800.000, además la factura No 0277de Colombiana de Arcillas del 27 de abril de 2005, revela un valor pagado de $1.742.000 y la relaciona por $1.870.000, adicionalmente la factura No 0888 de Rubimar del 24 de febrero por valor de $210.301, no está relacionada.

Según certificación del Banco, la cuenta fue cancelada el 3 de marzo de 2005 y sin embargo la mayoría de las facturas que soportan la última relación presentada,  están expedidas con fechas posteriores a la cancelación de la cuenta, con la cual se manejo el anticipo, estas son Rubimar, Interelectricas ltda (Electricar), Accesorios y acabados ltda, Baldosines los Andes, Todo en tejas, Acusticos ltda, Colombina de arcillas  y Vidrios y Aluminios, expedidas entre marzo 10 y el 11 de mayo. Por otra parte, se encontró el oficio CBP-001 del 3 de marzo de 2005, dirigido al Banco Santander sucursal Unicentro, mediante el cual el Director de Servicios Administrativos de la SED autoriza el retiro de los fondos por valor de $16.011.018,16 (es decir el total del anticipo) y la cancelación de la cuenta No 096142757 a nombre del Consorcio Bahía. 

En consecuencia la inversión del anticipo de este contrato no cumplió con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. 

Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 ( exp.10607); tampoco se observa el cumplimiento al procedimiento establecido en el artículo cuarto de la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003. Hecho que transgrede lo consagrado en el artículo séptimo del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, concordante con la citada Resolución. Configurándose un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se giren al Contratista a título de Anticipo, son prestados, es decir es dinero oficial girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. 

Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dio cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.6. INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE  SUMINISTRO UEL-SED-VL-047-00-04

En el contrato celebrado con la empresa Unión Temporal Proin 2004, por valor de $181.816.428, en cuyo Objeto el contratista se compromete a la dotación de mobiliario de aulas de informática para los IED de las localidades de Usaquén, San Cristóbal, Fontibón, Engativá, Suba y  Puente Aranda, se evidenció que:

La UEL - SED y los Fondos de Desarrollo Local debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”.  Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 ( exp.10607); así como el cumplimiento de la obligación pactada en el parágrafo tercero de la cláusula octava del contrato “anticipo”. Revisados los documentos de la carpeta archivo de este se encontró que: a) el valor de la relación de gastos con la que se justifica la inversión del anticipo (oficio  del 25 de febrero de 2005), no se compadece con el valor girado por tal concepto. b) las facturas que soportan dicha relación carecen de documento ( cotización) que acredite una verdadera vigilancia y control sobre lo que se va a adquirir. c) las mencionadas facturas fueron expedidas entre el 13 de diciembre de 2004 ( fecha en la que todavía el contrato no existía) y el 24 de febrero de 2005, habiéndose firmado el contrato el 17 de diciembre de 2004. d) La cuenta de anticipo fue abierta en la oficina avenida 68 Estrada del Banco de Bogotá el 27 de diciembre de 2004, según certificación del citado Banco ( folio 259 de la carpeta 3), el giro se ordenó el 21 de febrero de 2005, según ordenes de pago Nos 78,65,97,71,96 y 86, y el ingreso de los recursos a dicha cuenta, se produjo el 23 de febrero del citado período, sin embargo a los dos días siguientes (25 de febrero) la Dirección de Servicios Administrativos autorizó el traslado de los Fondos del Anticipo (61.519.000) a la cuenta corriente No 08206628-3 a nombre de INMEMA LTDA con Nit 860.0611.577-9, empresa de propiedad del Representante Legal de Unión Temporal Proin, señor Edgar Sánchez Corredor, según certificación de la Cámara de Comercio  N001C36111603704PCTO625 del 16 de Noviembre de 2004 (folios 169 –171 de la carpeta 2 del contrato). 

Los anteriores hechos no cumplen con lo expresado por la citada sala y son violatorios a lo establecido en  el articulo 7 del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, concordante con lo reglado en el artículo cuarto de la resolución 772  del 10 de marzo de 2003. También es evidente la transgresión al inciso segundo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993. Configurándose un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dio cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.7. DEFICIENCIAS DE REDACCIÓN EN LA MINUTA DEL CONTRATO FRENTE A LO CONSIDERADO EN LOS PLIEGOS DE CONDICIONES DEL  CONTRATO DE  SUMINISTRO  UEL-SED-VL-036-00-04

En el contrato celebrado con Industria Comercial de Alimentos Nutríx Ltda., por valor de $1.910.202.630, con el objeto de Suministrar complementos nutricionales  a algunos IED de las localidades de Chapinero, Bosa, Kennedy Y Rafael Uribe, se encontró que: 

La UEL - SED debe al redactar las minutas de los contratos, tener en cuenta lo estimado en los pliegos de condiciones de la licitación. Revisadas las cláusulas de la minuta del contrato, se encontró que la cláusula tercera hace alusión a las obligaciones que el contratista tiene para con la Secretaría de educación; de acuerdo con condiciones preestablecidas en el capítulo dos del citado pliego,  situación que es incongruente si se tiene en cuenta que la obligación del contratista es para con la UEL-SED y los Fondos de Desarrollo Local de Chapinero, Bosa, Kennedy y Rafael Uribe Uribe. De otra parte las condiciones del capítulo dos, del mencionado pliego de condiciones fueron modificadas a través de los adendos 1y 2, por tanto se debieron tener en cuenta los referidos adendos en la redacción de la mencionada cláusula. En consecuencia la cláusula tercera del contrato no ofrece claridad; hecho que pone en riesgo el cumplimiento de los fines estatales y que dificulta exigir al contratista la ejecución idónea de sus obligaciones, como lo establece el inciso primero del artículo tercero de la Ley 80 de 1993. Lo anterior se configura en un posible hallazgo administrativo. 

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo, toda vez que las cláusulas deben ser consistentes con la parte considerativa del contrato y además se trata de la cláusula en la que se determina las obligaciones del contratista para con la UEL –SED y los Fondos; así mismo, si se observa la minuta del contrato en su conjunto, la primera cláusula no identifica para con quien es el compromiso realmente, es claro para el Ente de Control, que las cláusulas contractuales, deben expresar la voluntad de las partes y por ende al no identificarse de manera clara las partes, los errores mecanográficos y simples en criterio de la UEL, pueden convertirse en errores de fondo e irreparables ante un incumplimiento parcial o total de cualquier contratista o del garante.  

De otro lado, es evidente que la parte considerativa, también es inconsistente en su redacción por cuanto en ella se incluye al Fondo de Desarrollo Local Rafael Chapinero, el cual no existe y al terminar la denominación describe y/o el Fondo, lo cual tampoco se entiende. Adicionalmente, el no contemplarse en la redacción de la cláusula tercera los adendos uno y dos, hace presumir que el pliego de condiciones no tuvo ninguna modificación, situación que no es veraz y las cláusulas deben ser claras y completas. 

Finalmente considera este Ente de Control, que los errores mecanográficos y los simples errores, no pueden subestimarse en tratándose de estipulaciones de contratos estatales. En consecuencia la UEL – SED debe revisar la redacción de sus minutas antes de la firma de las partes. Se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento. 

3.8. CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL CONTRATO DE SUMINISTRO  UEL-SED-VL-036-00-04

La UEL - SED no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en la parte final del parágrafo segundo de la cláusula séptima, se pactó “los Rendimientos financieros de los recursos entregados a título de anticipo son de la secretaria de educación”, y en el parágrafo tercero, establece que dichos rendimientos deben ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital a favor de la Secretaría de Educación del D.C.

En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos de los Fondos, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central.  Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta, en consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.9. INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA NOVENA “SUPERVISIÓN” EN EL CONTRATO DE  SUMINISTRO  UEL-SED-VL-036-00-04

La UEL – SED y los Fondos de Desarrollo Local, deben exigir el estricto cumplimiento de las obligaciones pactadas en el Contrato; Revisadas las carpetas contentivas de los documentos archivo de éste, se evidenció que las actas de iniciación de los Fondos de Desarrollo Local Rafael Uribe Uribe del 14 de febrero, Bosa y Chapinero del 24 de Enero de 2005, carecen de la firma del supervisor delegado por cada Alcalde, como se pactó en la cláusula novena del Contrato. En consecuencia, el contrato se estaría ejecutando sin la supervisión de los FDL mencionados, incumpliéndose lo preceptuado en el artículo 36 del Decreto 854 del 2 noviembre de 2001 y a su vez transgrede el artículo 1602 del código civil, “el contrato es ley para las partes”.Configurándose un posible hallazgo administrativo.

La respuesta dada por la Administración no se acepta por cuanto no se encontró documento que pruebe la delegación hecha por los Alcaldes a funcionarios de los correspondientes Fondos para evidenciar el cumplimiento a lo pactado en la cláusula novena del contrato. 

Por tanto los documentos soportes de la ejecución  deben demostrar el cumplimiento a lo pactado; no es verdad que el hecho de que se haya contratado una Interventoría externa, reemplace la intervención de los Fondos de Desarrollo Local como se pactó, pues no se puede olvidar que el artículo 26 de la Ley 80 en su numeral 1° establece: “los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado  y a proteger los derechos de la Entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato”(el resaltado es nuestro). 

Se configura el Hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.10. INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA DEL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL-SED-VL-059-00-04

En el contrato celebrado con MR BOOKS LTDA., por valor de $231.649.512, cuyo objeto es dotar de material bibliográfico a los Laboratorios  de Idiomas de las Localidades de San Cristóbal, Fontibón, Kennedy, Puente Aranda y Rafael Uribe Uribe, se encontró que:

La UEL - SED debe al suspender los contratos, velar porque la misma se dé por razones de fuerza mayor o caso fortuito acreditable. Revisada la carpeta del contrato se corroboró que este se suspendió el 15 de abril de 2005, por 49 días calendario, según  acta de suspensión No 1, (folio 215 de la carpeta 3 del contrato), con un fundamento que enmarca a los almacenistas de 4 localidades donde se ejecutó el contrato y a la supervisión del mismo, en deficiencias administrativas, toda vez que el contratista entregó dentro de los términos pactados, según sus oficios  que reposan en la carpeta 3 del contrato; en consecuencia a la fecha de revisión(agosto 16 al 19 del 2005) no se ha cancelado o pagado su valor, situación que incumple lo pactado en la cláusula octava del referido contrato. Hecho que transgrede el artículo 1602 del código civil “ el contrato es ley para las partes”, y es contradictorio con lo que establece el numeral 4° del artículo 25 de la ley 80 de 1993. Configurándose un posible hallazgo administrativo 

No se acepta la respuesta de la Administración por cuanto el fundamento de la suspensión demuestra el incumplimiento de los Almacenistas frente a lo que establece la Resolución 01 de 2001, cual es, recibidos los elementos objeto de un contrato se debe proceder a elaborar el ingreso correspondiente y por esta deficiencia, el pago se le demoró al contratista cerca de 4 meses. En consecuencia se confirma el Hallazgo Administrativo, queda para Plan de Mejoramiento.

3.11. INCUMPLIMIENTO DE LA RESOLUCIÓN 01 DEL 2001 DE LA SECRETARIA DE HACIENDA EN EL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL-SED-VL-059-00-04

 La UEL - SED para ordenar el pago, debe exigir a los Fondos de Desarrollo Local (Alcaldes y almacenistas de San Cristóbal, Fontibón, Puente Aranda y Kennedy), la elaboración de los ingresos o entradas de almacén debidamente diligenciados como lo ordena la Resolución 01 del 2001 de la Secretaria de Hacienda. Revisados los documentos que reposan en la carpeta archivo del contrato, se encontró un memorando del 8 de julio del 2005 de la Subdirectora de la formación de educadores (interventora del contrato) solicitando el trámite para el pago del contrato, y en el que relaciona adjuntar los originales (el resaltado es nuestro), de ingresos de almacén, cuando los ingresos adjuntos de las cuatro localidades descritas son provisionales, como lo manifestó la almacenista de los FDL de Fontibón, en el acta de visita especial al contrato UEL-SED-VL-057-00-04 del 11 de agosto del año en comento y como lo prueba los documentos anexos. En consecuencia se están tramitando los pagos del citado contrato sin el ingreso original de almacén de cada Fondo. Hecho en contravía de lo que establece el numeral 3. de la Resolución 01 del 2001. Se configura un posible hallazgo administrativo.

La respuesta dada por la Administración confirma el posible Hallazgo administrativo. Cabe agregar que además de la responsabilidad de los Almacenistas, la Supervisión del referido contrato estaba obligada a adelantar las gestiones necesarias ante los FDL para lograr el cumplimiento de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los derechos del contratista (el resaltado es nuestro). En consecuencia se configura el Hallazgo Administrativo y queda para el Plan de Mejoramiento.

3.12. INCUMPLIMIENTO EN LA OBLIGACIÓN DE GARANTIZAR EL ANTICIPO EN EL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL-SED-VL-O50-00-04

En el contrato celebrado con ABC Laboratorios S.A, por valor de $499.298.912, en cuyo objeto el contratista se compromete a dotar  con sentido pedagógico  los laboratorios de Biología, Física, Ciencias y Química, para instituciones Educativas de las localidades de Suba, Rafael Uribe, Ciudad Bolívar, Tunjuelito y Kennedy, se encontró que:

La UEL SED debió estimar dentro del numeral 4.3.9 de los términos de referencia y pactar dentro de la cláusula undécima “GARANTÍA ÚNICA”  la obligación de garantizar el anticipo. Revisada la minuta del contrato y la póliza única de seguro de cumplimiento No 497338 expedida el 22 de diciembre de 2004 de Liberty Seguros S.A., se encontró que el anticipo pactado en la cláusula octava del contrato y girado mediante órdenes de pago Nos 92, 85, 78, 108,61 y 62 del 16 de febrero de 2005, no se garantizó; en consecuencia la UEL SED y los FDL de Engativá, Suba, Rafael Uribe, Ciudad Bolívar, Tunjuelito y Kennedy, colocaron en riesgo  $86.086.019.31, valor correspondiente al 20% del valor total del contrato. En consecuencia no se dio cumplimiento a lo preceptuado en el literal a) del artículo 17 del Decreto 679 del 28 de marzo de 1994, que preceptúa:” El valor del amparo de anticipo o pago anticipado deberá ser equivalente al ciento por ciento (100%) del monto que el contratista reciba, a título de anticipo o pago anticipado, en dinero o en especie para la ejecución del mismo”. Lo expuesto se configura en un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

No se acepta la respuesta de la Administración por cuanto su argumentación carece de veracidad y de fundamento legal así:  En el primer párrafo, se argumenta en la respuesta que “ Manifiesta la Contraloría que tanto en los pliegos como en la minuta del Contrato UEL-SED-050-00-04 se debió incluir una cláusula que estableciera que el contratista estaría obligado a expedir una garantía de amparo de Anticipo por el 100% del monto del mismo, toda vez que dicho Anticipo se pactó dentro de dichos términos y el mismo contrato. ....” (el resaltado es nuestro). Sería inaudito que el Ente de Control no tuviera claro que los contratistas de Suministros no expiden pólizas,  sabemos que este acto es del resorte de las aseguradoras y por tanto mal podríamos concebir tal exigencia a la UEL. 

En el segundo párrafo se trata de argumentar una situación que la Contraloría no ha observado en el Hallazgo, como es la consagración de cláusulas especiales para ordenar al contratista expedir una póliza de garantía para cubrir el riesgo del Anticipo. y además, considera la UEL sin ningún argumento jurídico, que el hecho de no amparar el riesgo del anticipo a girar, no es fundamento para establecer de plano la violación al Decreto 679 de 1994; Consideraciones en contravía de los deberes del servidor público consagrados en el artículo 34, capítulo segundo de la Ley 734 del 2002, como es el caso motivo del Hallazgo.

Lo manifestado en el tercero y cuarto párrafo, carece de legítimidad, toda vez que el artículo 1602 del Código civil, establece “ el contrato es Ley para las partes”. 

Finalmente dentro de lo que esboza el quinto párrafo, considera la UEL equivocadamente, que a pesar de no ser necesario garantizar el Anticipo, realizó la modificación 2 al contrato, en la que incluyó la obligación legal de amparar el citado anticipo. Dado que el Adendo se encontró en la carpeta archivo del contrato y se constituye en un elemento probatorio, se subsana parcialmente el Hallazgo. Por decisión de la mesa de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.13. INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL-SED-VL-O50-00-04

La UEL - SED y los Fondos de Desarrollo Local debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 ( exp.10607); así como el cumplimiento de la obligación pactada en el parágrafo tercero de la cláusula octava del contrato “anticipo”.

Revisados los documentos de la carpeta archivo de este se encontró que: a) El Plan de Inversión del Anticipo, fue presentado el 4 de marzo de 2005, es decir posterior a la inversión del mismo, así lo demuestran las facturas y el oficio de traslado de fondos del Director de Servicios Administrativos de la SED. b) las facturas que soportan dicha relación carecen del comprobante de Egreso tal como se pactó. c) No se encontró la correspondiente conciliación bancaria como lo establece el parágrafo tercero de la citada cláusula; d) las facturas con las cuales trata de soportar parte de la  inversión del anticipo, muestran un menor valor de lo pactado y girado por este concepto ($70.096.309.44)contra ($86.086.019,31) y a la fecha de revisión del contrato (16, 17 y 18 de agosto) no se evidencian documentos que certifiquen la cancelación de la cuenta de anticipo o su inversión total; e) el valor de las facturas y del supuesto plan de inversión ($70.096.309,44) fue traslado a la cuenta corriente No054-06008-2 a nombre del contratista, así lo demuestra el oficio dirigido al Banco de Bogotá Of. de Paloquemao del 4 de marzo de 2005, firmado por el Director de Servicios Administrativos; f) no se evidencia que el manejo de la cuenta y de la inversión del anticipo, se presente mensualmente al interventor. Los anteriores hechos no cumplen con lo pactado en la Cláusula Octava del contrato, siendo éste ley para las partes (art.1602C.C), ni con lo expresado por la citada sala y son violatorios a lo establecido en  el articulo 7 del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, concordante con lo reglado en los artículos tercero y cuarto de la resolución 772  del 10 de marzo de 2003. Configurándose un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dio cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.14. CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL-SED-VL-049-00-04

En el contrato celebrado con Unión Temporal AJC IT-DISICO S.A., por valor de $2.624.980.179, en cuyo objeto el contratista se compromete a dotar a las aulas de Informática de los IED Locales de Usaquén, Puente Aranda,   Rafael Uribe (2 frentes),  Suba, Fontibón, Kennedy Tunjuelito, San Cristóbal (2 frentes) y Engativá (3 frentes), se  evidenció que: 

La UEL - SED no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en el parágrafo tercero “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava “Anticipo”, se pactó “los Rendimientos financieros que llegaren a producir los recursos entregados al contratista, deberán ser consignados mensualmente a la Tesorería Distrital, a favor de la Secretaría de Educación del D.C”;Lo anterior de conformidad con lo establecido en la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación. En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos de los Fondos, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central.  Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.15.  INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL-SED-VL-049-00-04

 La UEL - SED y los Fondos de Desarrollo Local debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 ( exp.10607); así como el cumplimiento de la obligación pactada en el parágrafo segundo de la cláusula octava del contrato “anticipo”, sobre el manejo de la cuenta y de la inversión del anticipo. 

Revisados los documentos de la carpeta archivo de este se encontró que: a) El Plan de Inversión del Anticipo, fue presentado el 16 de marzo de 2005,  es decir posterior a la inversión del mismo, así lo demuestra la facturas de venta de Hewlett Packard Colombia del 25 de enero de 2005, factura que en su valor sobrepasa el giro del Anticipo. b) la factura que soporta dicho pago carece del comprobante de Egreso tal como se pactó. c) No se encontró la correspondiente conciliación bancaria ni los extractos, como lo establece el parágrafo segundo de la citada cláusula; d) el valor de la factura y del supuesto plan de inversión no es congruente con el valor  autorizado para retirar, así lo muestra el oficio del Director de Servicios Administrativos dirigido al Banco de Bogotá el 29 de abril de 2005 (folio 189 de la carpeta6/6); e) En el citado oficio del Director de Servicios Administrativos de la SED, firmado por el contratista y el Interventor, solicitan realizar el giro con cheque de gerencia a favor de  Hewlett Packard Colombia, situación que no se entiende toda vez que en el numeral tercero del Plan de Inversión presentado por el contratista y aprobado por el interventor (folio 184 y 185 de la carpeta 6/6), se específica entre paréntesis “vale la pena aclarar que la cancelación de dicha factura se realizó con recursos propios” del Contratista; f) no se evidencia que el manejo de la cuenta y de la inversión del anticipo, se presente mensualmente al interventor.

Los anteriores hechos no cumplen con lo pactado en la Cláusula Octava del contrato, siendo éste ley para las partes (art.1602C.C), ni con lo expresado por la citada sala;  siendo además violatorio a lo establecido en  el articulo 7 del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, concordante con lo reglado en los artículos tercero y cuarto de la resolución 772  del 10 de marzo de 2003. Configurándose un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria. 

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. 

Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dió cumplimiento.

Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.16 INCUMPLIMIENTO DE METAS Y OBJETIVOS DEL PROYECTO RELACIONADO CON EL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL-SED-VL-049-00-04

 La UEL –SED (Dirección de Servicios informáticos y Dirección de Servicios Administrativos – Subdirección de Plantas Físicas), deben coordinar y planear la ejecución de los proyectos comprometidos con la celebración del referido contrato mediante el cual se invierten recursos de 9 localidades, dirigidos a 76 IED. Revisadas las carpetas de su archivo (6 fólder, cada uno de 200 folios) se encontró que: según acta del 20 de abril de 2005 (folio 203 de la carpeta 6), el contrato se suspendió por tres meses y 11 días según Acta de suspensión No 1, a partir de la citada fecha, con un fundamento que carece del documento probatorio, como es la certificación de Hewlett Packard sobre la demora en el proceso de producción y nacionalización de sus equipos DC7100; según oficio del contratista del 3 de agosto del citado período (el que carece de registro de radicación), se solicita una prórroga de un mes  cuyo fundamento es justificable, pero dicha situación debió preverse al elaborar el pliego de condiciones y el contrato; según Acta de suspensión No 2 del 7 de septiembre de 2005, se vuelve a suspender la ejecución del contrato por dos meses con fundamento en el acta de compromiso de la misma fecha, en la cual la Subdirección de Plantas físicas se comprometió a efectuar las acometidas eléctricas  correspondientes para la energización de las redes de cableado estructurado instaladas en el marco del presente contrato y así garantizar el funcionamiento los equipos objeto del compromiso. De acuerdo con lo expresado, se incumple con el objetivo de los proyectos por cuanto la calidad educativa en el área de sistemas, de la población escolar para las vigencias 2004 y 2005, no se fortaleció en su formación científica e investigativa, por no poder utilizar aulas especializadas que los involucren en el proceso de modernización tecnológica; es también evidente que el retraso sufrido para el pago del contratista, afecta el criterio económico  con el cual se debe manejar la contratación estatal; además la UEL – SED incumple lo pactado en la cláusula “NOVENA - FORMA DE PAGO” y coloca en riesgo el patrimonio de los nueve (9) Fondos de Desarrollo Local, ante una solicitud por desequilibrio económico. En consecuencia, se transgrede el artículo 1602 del Código civil y el numeral 1° del artículo 26 de la ley 80 de 1993. Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La respuesta dada por la Administración no se acepta, por cuanto en su primer párrafo no se ajusta a lo observado y persiste el incumplimiento de metas y objetivos del Proyecto como lo evidencia lo esbozado en el segundo párrafo. Se confirma también el retraso sufrido para el pago del contratista, afectando el criterio económico  con el cual se debe manejar la contratación estatal; de otra parte, el hecho de haber iniciado el proceso de ejecución de dos contratos para la energización  de los IED., no enmienda el incumplimiento del artículo 1602 del Código civil  ni el numeral 1° del artículo 26 de la ley 80 de 1993.  En consecuencia, se confirma el hallazgo administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.17.  INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA SEXTA “PLAZO DE EJECUCIÓN” EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED 15-107-00-04

En el contrato celebrado con José  Orlando  Mondragón  Ávila, por valor de $57.333.747, cuyo objeto es la demolición y reconstrucción del muro de cerramiento del sector Norte en el IED Atanasio Girardot, así como los estudios de suelos necesarios para la garantizar la estabilidad de la obra, se evidenció que: 

La UEL-SED ( Subdirección de Plantas Físicas-Coordinador Zonal) debió exigir al Interventor y al contratista de la obra, el cumplimiento de lo pactado en la cláusula sexta del contrato “PLAZO DE EJECUCIÓN”. Revisada la carpeta archivo del citado contrato junto con la bitácora de la obra, se observa que no se cumplió lo pactado en la citada cláusula (60 días calendario), por cuánto según la bitácora, el contratista se gastó para la ejecución del objeto 85 días calendario, a pesar de habérsele otorgado 45 días de suspensión, así lo demuestra el acta de iniciación del 10 de enero (festivo) de 2005 y la mencionada bitácora. En consecuencia se generó una mora de 25 días, que la interventoría y Plantas Físicas debió estimar , para descontarle al contratista del valor a pagar, como lo pactó en la cláusula Décima Séptima del contrato; con lo expresado se transgrede el artículo 1602 del código civil. Hecho que se configura en un posible hallazgo Administrativo.

La respuesta dada por la Administración no se acepta, por cuanto No explica el porque la interventoría y Plantas Físicas dejaron de estimar el costo de los 25 días en mora, para descontarle al contratista del valor a pagar, como lo pactó en la cláusula Décima Séptima del contrato; por lo tanto, persiste el incumplimiento al artículo 1602 del código civil y se confirma el hallazgo administrativo. En consecuencia, se configura el Hallazgo Administrativo y queda para el Plan de Mejoramiento.

3.18. CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED15-107-00-04

La UEL-SED (Área Jurídica) no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato se observó que en el parágrafo segundo, de la cláusula octava “Anticipo”, se pactó “los rendimientos financieros de los recursos entregados a título de anticipo son de la SED”, el cual es concordante con lo establecido en la parte final del párrafo cuarto del numeral 5.1.1.”PAGO DE ANTICIPO”. En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central.  Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.19. INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED15-107-00-04

La UEL – SED y el Fondo de Desarrollo Local de Antonio Nariño, debieron exigir al contratista el cumplimiento de la obligación pactada en la cláusula octava del contrato “ANTICIPO”. Revisados los documentos de la carpeta archivo de este y los soportes, se encontró:

a)Que según certificación de marzo 7 del Banco BANISTMO el contratista,  la SED y el FDL Antonio Nariño encuentran vinculados a la citada entidad, a través de la cuenta de ahorros No 021001243245001, desde la citada fecha b) Que según orden de pago No 70 de marzo 9 de 2005, la UEL SED ordenó el giro del Anticipo por valor de $11.466.749,41 pago que fue radicado en la Secretaria de Hacienda – Dirección Distrital de Tesorería, el 16 de marzo de 2005. c) Que según oficio del contratista del 29 de marzo dirigido a la Universidad Distrital (Institución que realizó la Interventoría), solicita la autorización de los dineros consignados en la cuenta del citado Banco por concepto de Anticipo, d) Que según relación del contratista (sin fecha) describe 10 facturas expedidas entre el 14 de febrero y marzo 31 de 2005, por valor de $13.477.461 y la soporta con fotocopias, situación que desde el punto de vista tributario no aplica para un manejo de Anticipo, por cuanto se requieren son los originales, además el valor de la relación es superior al valor girado por este concepto. e) con fecha marzo 31, el Director de Servicios Administrativos autorizó al Banco el retiro de fondos por valor de $11.036.746,41 de la ya citada cuenta de ahorros y adicionalmente solicita la cancelación de la misma, dicha autorización está soportada con un programa de inversión del anticipo y una programación de obra que no determina meses, ni fechas. 

En consecuencia la inversión del anticipo de este contrato no cumplió con lo pactado en el parágrafo primero de la cláusula octava, ni al parágrafo segundo de la misma cláusula, por cuanto no se encontró que el contratista presentara mensualmente extractos bancarios, conciliación bancaria, comprobantes de egreso ni facturas originales. 

De acuerdo a lo expresado se evidencia el incumplimiento de la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 ( exp.10607); tampoco se observa el cumplimiento al procedimiento establecido en el artículo cuarto de la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003. Hecho que transgrede lo consagrado en el artículo séptimo del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, concordante con la citada Resolución. Configurándose un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. 

Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dio cumplimiento. 

Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.20. CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL  CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-10-O12-00-03

Este contrato está relacionado con el oficio PLE  - 838 radicado en la Contraloría de Bogotá con el No 12576 del 27 de julio de 2005, mediante el cual la Personería Local de Engativá remite el informe de la Veeduría, adelantada al Contrato de Construcción de la batería de baños del colegio la Palestina Sede A. El contrato UEL-SED-10-O12-00-03 tiene por Objeto efectuar los  Estudios Técnicos y Ejecución de  obras necesarias para la atención de emergencias y obras de reparación en el CED Estudios del Niño Localidad 10 de Engativá; celebrado entre Secretaría de Educación Fondo de Desarrollo Local de Engativá y el Contratista

 Álvaro Hernández Suarez, por valor de  $72.368.051,40. Del análisis efectuado se evidenció que:

La UEL - SED (Dirección de Contratos), no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en el parágrafo segundo “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava, se pactó, “los Rendimientos financieros que llegaren a producir los recursos entregados al contratista, deberán ser consignados mensualmente a la Tesorería Distrital, a favor de la Secretaría de Educación – Fondo de Desarrollo Local Engativá. Lo anterior de conformidad con lo establecido en la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación”.  En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo provenientes del Anticipo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central.  Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.21 INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-10-O12-00-03

La UEL – SED (Dirección de Servicios Administrativos) y el Fondo de Desarrollo Local de Engativá, debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”.

Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 ( exp.10607); Revisados los documentos de la carpeta archivo de este se encontró que: a) El contrato inició el 6 de octubre de 2003 y se suspendió el mismo día por 178 días, por trámites para obtener la licencia de reconocimiento de la edificación b) el Plan de Inversión del Anticipo fue presentado el 25 de mayo de 2004, es decir 7 meses y 19 días después de iniciado el contrato, c) el anticipo se ordenó girar mediante la orden de pago No 20384 del 17 de septiembre de 2003, fecha para la cual el contrato no estaba legalizado como lo demuestra el acta de aprobación del 26 de septiembre de 2003, ni se había presentado el Plan de Inversión del Anticipo. d) el 30 de septiembre de 2003 ingresan los recursos a la cuenta de ahorros No 225-08533-1, la que generó rendimiento financieros hasta el 30 de abril de 2004 por valor de $297.294.27.e) dentro de los documentos archivo del contrato no se evidencia el cumplimiento al artículo cuarto de la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación. f) El Plan de inversión del anticipo contempla un Ítem (transporte), el que no se compadece con la sentencia en comento. g) Con oficio de junio 17 de 2004 dirigido al Banco Santander el Director de Servicios Administrativos de la SED (estando suspendido el contrato), autoriza el traslado de la cuenta conjunta a la cuenta corriente número 225-033273 a nombre del Contratista y solicita la cancelación de la citada cuenta conjunta, sin que se haya demostrado la inversión del anticipo; por cuanto solo se encontraron los extractos bancarios de octubre de 2003 a abril de 2004, el plan de inversión del 25 de mayo de 2004 y las consignaciones de los rendimientos generados en el banco en ese período; h) No se evidencia en los documentos archivo del contrato, el cumplimiento de la Interventoría financiera, es decir, la exigencia al Contratista de obra sobre el cumplimiento del procedimiento establecido en la Resolución 772 del 10 de marzo del 2003, por parte del  Consorcio MTV NOVAR responsable de la Interventoría Técnica, Administrativa y Financiera sobre el citado contrato, según orden de Interventoría 0354 del 30 de diciembre de 2003. Los anteriores hechos no cumplen con lo pactado en la Cláusula Octava del contrato de obra ni con la cláusula primera de la orden de Interventoría, siendo éstos ley para las partes (art.1602C.C), ni con lo expresado por la citada sala y son violatorios a lo establecido en  el articulo 7 del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, concordante con lo reglado en los artículos tercero y cuarto de la resolución 772  del 10 de marzo de 2003. Configurándose un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dio cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.22  INCUMPLIMIENTO CLÁUSULA UNDÉCIMA DEL CONTRATO DE SUMINISTRO UEL-SED-13-102-00-04 

En el contrato celebrado con GENERAR INGENIERÍA Y PROYECTOS LTDA., por valor de $49.695.669.00, en cuyo objeto el contratista se compromete con el Fondo de Desarrollo Local de Teusaquillo, a la dotación de equipos informáticos bajo las especificaciones del Proyecto Red Integrada  de Participación Educativa (REDP), con los componentes de hardware, software y servicios a la Institución Educativa Distrital Manuela Beltrán,  descritos en el numeral 2.2.2.1.de los Términos de Referencia de la convocatoria SED-PMC-UEL-274-2004, el cual hace parte integral del contrato, se  evidenció que:

La UEL - SED (Subdirección de Contratos),debió al aprobar la póliza, dar estricto cumplimiento a lo pactado en la cláusula Undécima del contrato y contemplar el certificado modificatorio en la aprobación. Revisados los documentos soportes de su carpeta archivo, se encontró que la subdirección de contratos aprobó la póliza  N°1500156524801 del 30 de diciembre de 2004, expedida por Seguros Comerciales Bolívar, pero no aprobó el Modificatorio del 12 de enero del citado período, ni tubo en cuenta que éste, volvió a garantizar el objeto “Manejo del anticipo”, sin existir tal compromiso y sin tener en cuenta que el asegurado es incorrecto y difiere del asegurado en el modificatorio; en consecuencia, el acto de aprobación considerado legal, no es consecuente con lo pactado en la cláusula Undécima del contrato, conllevando éste hecho a una actuación injurídica que generó la ejecución del contrato sin la legalización del mismo, bajo la supuesta aprobación de la póliza; de otro lado, igual ocurre con el Acta de Aprobación del 21 de abril de 2005 mediante la cual se consideró aprobar la extensión de los términos de la póliza inicial, pero volvió a tomar el Anticipo y el asegurado en este caso fue la Personería de Bogotá D.C. situación totalmente incongruente con lo pactado.

Los anteriores hechos, transgreden  el párrafo segundo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993; incumplen lo preceptuado en el artículo 1602 del código civil “el contrato es Ley para las partes” e incumple lo preceptuado en los numerales 1° y 2° del articulo 26 de la Ley 80 de 1993. Configurándose en un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria parcialmente, por cuanto el acto de aprobación de la póliza y de los certificados modificatorios es el toque de seguridad que ratifica el cumplimiento de lo reglado por el Decreto 679 de 1.994 y para éste caso de lo pactado en el  contrato. Cabe agregar entonces que el acta de aprobación de la póliza y sus anexos, sirve para corroborar lo reglado y lo pactado y no para mejorar los errores que hubiere podido cometer la aseguradora al expedir la póliza o el certificado. 

Dado que el certificado modificatorio de la póliza No. 1500156524801 del 6 de abril de 2005 persistió en asegurar el buen manejo del anticipo, sin existir tal compromiso, se confirma el hallazgo Administrativo y queda para el Plan de Mejoramiento.

3.23  CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-12-065-00-04

En el contrato celebrado con el C0NSORCIO C Y T, por valor de $61.649.552, en cuyo objeto el contratista se compromete a ejecutar el diseño arquitectónico, los estudios técnicos complementarios y la ejecución de las obras necesarias para la atención de emergencias, obras de reparación y/o mejoramiento a precio global fijo de los IED Domingo Faustino Sarmiento Sede C (Antonio Ricaurte) y Tomás Carrasquilla, teniendo en cuenta las especificaciones técnicas a que se refiere el numeral 3.5 de los términos de referencia, que hace parte integral del contrato, se evidenció que:

La UEL - SED (Dirección de Contratos), no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en el parágrafo tercero “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava, se pactó, “los Rendimientos financieros que llegaren a producir los recursos entregados al contratista, deberán ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital a favor de la Secretaría de Educación D.C., de conformidad con lo establecido en la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación”. En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo provenientes del anticipo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central.  Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.24 INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-12-065-00-04

La UEL – SED (Dirección de Servicios Administrativos), el Fondo de Desarrollo Local Rafael Uribe Uribe y el Interventor (Universidad Distrital) debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 (exp.10607). 

Revisados los documentos de las carpetas archivo del contrato (3), se encontró que: a) Según oficio del 4 de abril de 2005, del representante legal de la firma contratista, dirigido al  Director de Servicios Administrativos, “hace entrega de los necesarios para el retiro del anticipo del contrato”, pero según oficio del 31 de marzo del mismo año, el Director de Servicios Administrativos autoriza el retiro de los Fondos por concepto de anticipo (11.769.563,30) del Banco Banistmo Oficina principal, de la cuenta de ahorro No 021001241983001  a nombre del Consorcio C Y T  y a su vez solicita la cancelación de la citada cuenta con el siguiente argumento: “dado que los recursos de anticipo que debieron manejarse en esta cuenta, ya fueron utilizados en su totalidad”; como se observa no es congruente que el 4 de abril se entreguen los documentos necesarios para el retiro del anticipo cuando 6 días antes ya estaba ordenado el retiro, y a su vez la argumentación para la cancelación de la cuenta demuestra la falta de veracidad en la vigilancia y manejo del anticipo y le resta credibilidad a las facturas de Distriacero Figurado Ltda. del 4 de abril de 2005 por valor de $4.513.096. b) las facturas con que trata de soportar la inversión del anticipo, son fotocopias y carecen del visto bueno del funcionario competente que debe vigilar la inversión del anticipo. c) dentro de los documentos entregados para el retiro del anticipo, no se encontraron las fotocopias de extractos y conciliaciones bancarias, y la certificación bancaria expedida el 22 de julio de 2005 (folio 91 de la carpeta 3/3),  sobre la cuantía de los rendimientos financieros por concepto de anticipo, difiere respecto del número de la cuenta de ahorros, de la certificación bancaria expedida el 1° de febrero de 2005. 

En consecuencia y dados los anteriores preceptos, el manejo del anticipo no cumplió  con lo pactado en  los parágrafos segundo y tercero de la cláusula octava del contrato en comento; ni con el procedimiento establecido en el los artículos tercero y cuarto de la Resolución 772 de marzo 10 de 2003. Hecho que transgrede lo consagrado en el artículo 7° del Decreto 2170 de 30 de septiembre de 2002. Configurándose en un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria. 

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dio cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.25. CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-O9-054-00-03

En el contrato celebrado con CONSORCIO OBRAS 2003, por valor de $259.868.600, en cuyo Objeto el contratista se compromete a efectuar los ajustes a la Consultoría, actualización de cantidades de obra y presupuesto, ejecución de obras necesarias para la ampliación y mejoramiento de las instalaciones del Institución Educativa Distrital Departamental de Fontibon Sede B Emma Villegas, ubicada en la Localidad 9ª  de la Ciudad de Bogotá D.C., se evidenció que: 

La UEL - SED (Dirección de Contratos), no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en el parágrafo segundo “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava, se pactó, “los Rendimientos financieros que llegaren a producir los recursos entregados al contratista, deberán ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital a favor del Fondo, de conformidad con lo establecido en la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación”. En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo provenientes del anticipo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central.  Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.26 INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-O9-054-00-03

La UEL – SED (Dirección de Servicios Administrativos – Subdirección de Plantas Físicas, el Fondo de Desarrollo Local de Fontibón y el Representante legal del Consorcio H.C INGENIEROS, Hildebrando Ciendua Ciendua, Interventor del Contrato), debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 (exp.10607).

Revisados los documentos de la carpeta archivo de éste se encontró que: a) El contrato inició ejecución el 9 de diciembre de 2003 con un plazo de ejecución de 180 días; b) El anticipo se giró con la orden de pago  No 20547 del 11 de diciembre de 2003 por valor de $103.463.103,45 correspondiente al 40% del valor del contrato, sin que existiera un plan de Inversión del anticipo como lo reglamenta el artículo tercero de la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003; c) el contrato se suspendió el 9 de marzo de 2004 por 120 días, fundamentado en la no obtención de la licencia de  construcción de la Curaduría Urbana; d) En documentos anexos a las carpetas archivo del contrato, se encontraron documentos que  no justifican ni el Plan de Inversión del anticipo ni soportan la inversión del mismo por cuanto son cotizaciones y cuenta de cobro de los diseños; (folios 333 al 339 de la carpeta 1); e) la suspensión se prórroga a través del acta del acta No 1 por 30 días más, por la misma razón de la primera suspensión y según oficio del 17 de junio de 2005,  el Director de Servicios Administrativos, solicita a Banca fe (oficina plaza de las Américas), la cancelación de la cuenta de ahorros No 13-54229-5, argumentando que los recursos de dicho anticipo ya fueron retirados en su totalidad, situación que no es entendible, toda vez que no se encontró documentos que justifiquen la inversión del mismo, y estando el contrato  suspendido hasta el 9 de julio, el que siguió suspendido según acta de prórroga No 2, por 60 días más.

Además, en la carpeta archivo no se evidencian los documentos que demuestren la Inversión del anticipo, tales como fotocopias mensuales de los extractos bancarios, fotocopias de los respectivos comprobantes de egreso, originales de las facturas y conciliación bancaria mensual, como se pactó en la primera parte de la cláusula octava del contrato, tampoco se observa el cumplimiento a lo establecido en el artículo cuarto de la Resolución 772 del 10 marzo de 2003. f) no se evidencian las consignaciones mensuales a la Tesorería Distrital por concepto de los rendimientos financieros que debió producir el anticipo, como se pactó en el parágrafo segundo de la citada cláusula octava; g) De los documentos envidaos por el Consorcio HC INGENIEROS (Interventores del Contrato), en septiembre 23 y 26 de 2005, se encontró que las facturas con que trata de legalizar la inversión del 100% del anticipo son fotocopias en su mayoría  ilegibles, están expedidas entre diciembre de 2003 y enero de 2004 (inversión de un 35%), y entre el 2 de febrero y el 29 de abril del 2005, (inversión del 75% restante); hecho que prueba la falta de vigilancia y el deficiente manejo del anticipo, por cuanto el mismo fue retirado en febrero y abril de 2004, según extractos bancarios anexos, es decir, se colocaron en riesgo los recursos del Fondo de Desarrollo Local, por cuanto se dejaron en manos del contratista $98.494.000 desde abril de 2004 hasta abril de 2005. 

En consecuencia los anteriores recursos no produjeron los rendimientos financieros durante ese lapso, hecho que la SED debe tener en cuenta al liquidar el contrato para evitar el daño patrimonial; de lo anterior se concluye que el manejo dado al Anticipo no cumplió con lo pactado en la Cláusula Octava del contrato, siendo éste ley para las partes (art. 1602 C.C.), ni con lo expresado por la citada sala,  siendo violatorio a lo establecido en  el articulo 7° del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, concordante con lo reglado en los artículos tercero y cuarto de la Resolución 772  del 10 de marzo de 2003. Configurándose un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria. 

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dió cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.27  INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES PACTADAS EN LAS CLÁUSULAS PRIMERA Y SEGUNDA DEL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y  OBRA UEL-SED-18–060-00-04

En el contrato celebrado con CONSORCIO BAHÍA por un valor  de $513.984.132,80, en cuyo  objeto el contratista se obliga para con el Distrito Capital – Secretaría de Educación – Unidad Ejecutiva de Localidades – Fondo de Desarrollo Local Rafael Uribe Uribe, a realizar por el sistema de precios unitarios fijos sin formula de reajuste, el diseño y posterior ejecución de las obras necesarias, para la atención de emergencias, adecuación y ajuste a estándares básicos en instituciones educativas Distritales (10), de la Localidad de Rafael Uribe Uribe, se encontró que:

La UEL SED (Subdirección de Plantas Físicas) debe  exigir el estricto cumplimiento de las obligaciones pactadas en el Contrato. Revisados los documentos anexos a las carpetas (2) archivo del contrato, se encontró que: a) el contrato inició el 24 de febrero de 2005 y que según acta de suspensión No 1 del 28 de febrero del  mismo año, se suspendieron los frentes de trabajo en 60 días calendario para los IED Palermo Sur sede A, Manuel del Socorro Rodríguez Sede B y Misael Pastrana Borrero, fundamentada en que el componente de consultoría para estos tres frentes, se encuentra incluido en la primera fase del proyecto de mejoramiento integral de la infraestructura y prevención de riesgos en las instituciones Educativas del Distrito(reforzamiento estructural); proyecto que en el momento de iniciar este contrato, el componente consultoría se encontraba desarrollándose en la primera fase del citado en la Secretaría de Educación; fundamento que muestra las fallas de programación y seguimiento a los proyectos que maneja la subdirección de Plantas físicas, conllevándolo a  viabilizar tres componentes del contrato imposibles de ejecutar dentro del plazo pactado b) la suspensión se prorroga el 28 de abril de 2005 por otros 60 días calendario para los mismos IED, con el mismo fundamento de la primera suspensión  c) el 27 de junio se prorroga nuevamente la suspensión por otros 60 días calendario y para los mismos IED con el mismo argumento de las suspensiones anteriores, adicionalmente este mismo día suscriben el acta de reiniciación No 1, cuyo contenido es incoherente con la denominación del Acta d) según oficio CBO-120 de mayo 12 de 2005 el contratista le aclara  a la Universidad Distrital (ejerce la Interventoría) que la Consultoría para los IED motivo de las suspensiones fue excluida del citado contrato; hecho que no es entendible para el Ente de Control por cuanto no se evidencia un acto administrativo (otro sí o modificación) que modifique el objeto, el alcance del contrato, ni el valor del mismo. f) según actas  parciales de obra  numeradas del 1 al 6, radicadas en la UEL entre el 27 de abril y el 1° de Septiembre de 2005, se observó que los IED motivo de la suspensión, no han sido tenidos en cuenta en la ejecución del Contrato, sin que medie un acto administrativo modificatorio como lo expresamos anteriormente. 

En consecuencia, a la fecha de revisión del contrato (14 al 16 de septiembre) el objeto contractual se ejecuta solamente en 7 IED de los 10 planteados en el alcance del objeto contractual; Hecho que incumple lo pactado en la cláusula segunda del contrato; por tanto transgrede el artículo 1602 del código civil “el contrato es ley para las partes” y a su vez incumple con lo proyectado en el Plan de Desarrollo Local de Rafael Uribe Uribe, porque se aparta de la políticas de inversión para el sector educativo y deja de lado lo estimado en el numeral 1.5 de los Términos de Referencia de la Convocatoria Pública No PMC-SED-DSA-UEL-241-2004. Se configura un posible hallazgo administrativo.

La respuesta dada por la Administración no se acepta, por cuanto no existe un acto administrativo modificatorio al objeto y al alcance del contracto, y dados los documentos anexos con posterioridad a la revisión del contrato por parte del Ente de Control, se corroboró que efectivamente se realizó la obra al frente IED Misael Pastrana Borrero, con base en la consultoría entregada por el contratista de la Secretaría de Educación; es decir, no se ejecutó consultoría para este frente, a través del contrato que nos ocupa. Además, independiente de que con posterioridad a la revisión del contrato, se hayan anexado documentos de ejecución del frente Misael Pastrana Borrero, es evidente la falta de planeación de plantas físicas, la que genera incumplimiento de las metas y objetivos del Proyecto como se planteó en el Plan de Desarrollo de la Localidad de Rafael Uribe Uribe. En consecuencia se confirma el hallazgo administrativo y queda para el Plan de Mejoramiento.
3.28 INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y  OBRA UEL-SED-18–060-00-04

La UEL – SED (Dirección de Servicios Administrativos), el Fondo de Desarrollo Local Rafael Uribe Uribe y el Interventor (Universidad Distrital) debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 (exp.10607).

Revisados los documentos de las carpetas archivo del contrato (5), se encontró que: a)según oficio del 16 de marzo de 2005 el representante legal de la firma contratista, le informa al Director de Servicios Administrativos, en el primer párrafo, “remitir el Plan de Inversión del anticipo”, y en el segundo párrafo le “solicita la firma en el talonario para hacer uso de los recursos depositados en la cuenta de ahorros No 096142641; situación que debe explicarse, toda vez que los recursos fueron retirados el 3 de marzo de 2005 según autorización firmada por el mencionado Director, el contratista y visto bueno de la Interventoría externa; así lo demuestra el citado oficio y la certificación  expedida por el Banco Santander Colombia S.A.- Sucursal Unicentro, del 20 de abril del año en comento (folios 57 y 59 de la carpeta 4/5 del contrato). b) El Plan de Inversión del anticipo se presentó el 16 de marzo de 2005,  es decir posterior  a la orden de pago No 95 de febrero 21 de 2005 (folio 115 de la carpeta 3/5 ), mediante la cual se giró el anticipo; posterior a la autorización del retiro de fondos y a la cancelación de la cuenta de ahorros No 096142641 del Banco Santander ; así lo demuestra el oficio CB-0106 del 3 de marzo de 2005, del Director de Servicios Administrativos, del Contratista y del Interventor Externo. c) las facturas soportes del gasto del anticipo anexas a la relación presentada por el contratista, en su mayoría se expidieron fuera de las fechas propuestas en el cronograma de inversión y tienen fecha posterior a la autorización del retiro de fondos, el que fue ordenado por la totalidad del anticipo, demostrando que el retiro se autorizó para que el contratista lo manejara sin ningún control en su inversión. d) las cotizaciones del 18 de febrero y 3 de marzo de 2005 (folios 40-42, de la carpeta 4 / 5), con las cuales trata de soportar el giro del anticipo, carecen del visto bueno del funcionario competente y su valor solo haciende a $2.036 713; valor que no se compadece con la mencionada autorización. e) dentro de los documentos soportes de las carpetas que conforman el archivo del contrato (5carpetas), no se encontró extractos y conciliaciones bancarias, comprobantes de egreso, ni certificación bancaria sobre la cuantía de los rendimientos financieros generados en la cuenta de anticipo.

En consecuencia y dados los anteriores hechos el manejo del anticipo no cumplió  con lo pactado en  la cláusula primera de la modificación N°1 del 3 de enero de 2005; ni con el procedimiento establecido en los artículos tercero y cuarto de la Resolución 772 de marzo 10 de 2003. Hecho que transgrede lo consagrado en el artículo 7° del Decreto 2170 de 30 de septiembre de 2002. Configurándose en un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dió cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.29 CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y  OBRA UEL-SED-18–060-00-04

La UEL SED (Dirección de Contratos) no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivados de los rendimientos financieros  de los   recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisados los documentos contentivos de las carpetas (5)  archivo del contrato, se observó que en la cláusula primera de la modificación al contrato establece: ” Los rendimientos financieros entregados a título de anticipo son de la SED”;  en consecuencia la destinación establecida en la modificación primera del contrato se pactó en contravía de lo consagrado en los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de Noviembre  de 1976, por cuanto los rendimientos obtenidos del Distrito capital  pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital-Administración Central, hecho que se configura en un posible hallazgo Administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.30. CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-14-147-00-04, 

En el contrato celebrado con GUERRERO TORRES JUAN CARLOS, en cuyo objeto el contratista se obliga para con el Distrito Capital – Unidad Ejecutiva de Localidades - Fondo DE Desarrollo Local de Mártires, a realizar a precio global fijo el diseño arquitectónico, los estudios técnicos complementarios y la ejecución de las obras necesarias, para la atención de emergencias, obras de reparación y/o mejoramiento de la IED República de Venezuela Sede A, ubicada en la calle 22 A No 19 A 42, por valor de $49.954.590.00, incluido el Iva. Del análisis se evidenció que la UEL - SED (Dirección de Contratos), no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en el parágrafo Quinto “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava, se pactó, “los Rendimientos financieros que llegaren a producir los recursos entregados al contratista, deberán ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital a favor de la Secretaría de Educación D.C.- Fondo de Desarrollo Local Ciudad Bolívar, de conformidad con lo establecido en la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación”. 

En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo provenientes del anticipo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central; De otra parte, los recursos destinados para la ejecución de éste contrato no son de la Secretaría de Educación ni del Fondo de Desarrollo Local de Ciudad Bolívar, son de Mártires. Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.31. INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE  CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-14-147-00-04

La UEL – SED (Dirección de Servicios Administrativos), el Fondo de Desarrollo Local Mártires y el Interventor del contrato (Universidad Distrital), debieron exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 (exp.10607). 

Revisados los documentos de las carpetas archivo del contrato (2), se encontró que: a) Según relación de la inversión del anticipo, éste se invirtió entre mayo y junio de 2005, habiendo ingresado los recursos por éste concepto ($9.318.968.00)a la cuenta de ahorros N°49-209817-85 de Bancolombia, el 24 de junio de la misma vigencia según estado de cuenta expedida por el mencionado Banco sucursal Avenida 68, donde revela el movimiento de la citada cuenta entre el 31 de marzo y el 30 de junio de 2005.b) a  los tres días de ingresar los recursos a la cuenta para su manejo conjunto, el Director de servicios Administrativos de la SED, mediante oficio del 27 de junio de 2005, autorizó el retiro de los rendimientos financieros generados por el depósito de recursos de anticipo, y con oficio de la misma fecha autorizó el retiro de Fondos del anticipo por valor de $9.318.968,00 M/Cte y cancelación de la cuenta de ahorros N° 04920981785, argumentando que “los recursos del anticipo que debieron manejarse en esta cuenta, ya fueron utilizados en su totalidad”; argumento que prueba la no justificación del anticipo y el no cumplimiento del procedimiento establecido para su manejo. c) a pesar de dicha autorización la cuenta en mención fue cancelada  hasta el 15 de julio de 2005 y no se encontró reporte de rendimientos financieros a esa fecha, así lo demuestra el oficio de Bancolombia del 22 de julio del citado año. d) Las facturas anexas a la relación de inversión del anticipo con que trata de justificar su inversión, son fotocopias y las tres primeras expedidas por Deposito Santander Ltda. numeradas 144043, 144065y 144067, carecen de fecha de expedición. d) el contratista presentó el Programa de inversión del anticipo, hasta el 22 de julio de 2005, fecha para la cual el mismo ya se había invertido, demostrando con esto el no cumplimiento a lo establecido en el artículo tercero de la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003. 

En consecuencia y dados los anteriores preceptos sobre el  manejo de la cuenta del anticipo, ésta no cumplió con lo pactado en los parágrafos segundo y quinto de la cláusula octava del contrato en comento; tampoco cumplió con el procedimiento establecido en el los artículos tercero y cuarto de la Resolución 772 de marzo 10 de 2003. Hecho que transgrede lo consagrado en el artículo 7° del Decreto 2170 de 30 de septiembre de 2002. Configurándose en un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dió cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.32  INCUMPLIMIENTO DE METAS Y OBJETIVOS DEL PROYECTO RELACIONADO CON EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-14-147-00-04

La UEL SED (Subdirección de Plantas Físicas) debe tener en cuenta al viabilizar los proyectos, que los componentes del mismo, no se encuentren incluidos en proyectos contratados o a contratar por la SED; también debe exigir el estricto cumplimiento de las obligaciones pactadas en el Contrato. Revisados los documentos anexos a las carpetas archivo del contrato (2), se encontró que: a) el contrato inició ejecución el 31 de enero de 2005 con un plazo de  90 días calendario y se suspendió el 2 de febrero, por 90 días calendario, mientras la Secretaría de Educación Distrital hacía entrega de los estudios técnicos al Contratista, fundamento que demuestra las fallas en que incurrió la citada Subdirección, al viabilizar el proyecto, contemplando diseño arquitectónico y estudios técnicos complementarios, a sabiendas que el citado componente se estaba ejecutando desde el 2 de noviembre de 2004, mediante el contrato de consultoría N°104 de 2004, celebrado entre la Secretaría de Educación y la Unión Temporal Diseño Edu 44; b) el contrato reinició su ejecución el 2 de mayo de 2005 sin que en el acta se manifieste la razón, como era la entrega del diseño arquitectónico, estudios técnicos y presupuesto al contratista para la ejecución de la obra. c) al revisar los documentos soportes para el pago, no se encontró el presupuesto de obra a ejecutar discriminado por ítem, cantidades, valores porcentuales de cada capítulo; hecho que no permitió corroborar el acta de recibo final de obra, ni el acta de compensación. d) verificada las fechas de la bitácora de obra con la fecha del acta de recibo final, se establece que ésta no se ajusta a la realidad, por cuanto en la bitácora se registra como fecha de terminación el 6 de agosto de 2005 y en el acta, el 29 de julio de 2005, hecho que demuestra una mora de 7 días calendario, por parte del contratista sin que la Interventoría ni la supervisión de Plantas Físicas se pronunciaran al respecto, con el agravante de no haberse descontado los 30 días calendario que el contratista tenía para la ejecución de la consultoría, permitiendo así que para la ejecución de la obra, el contratista se tomara  97 días calendario. Así lo demuestra el acta final de obra y la bitácora del contrato. Cabe entonces señalar, que  al liquidar y pagar el contrato, se debe estimar el valor de la multa por mora de 38 días calendario al 0.2% por cada día de mora, como lo establece la cláusula Décima Sexta del contrato, porque de lo contrario se podría incurrir en un daño patrimonial en cuantía de $3.696.639.66. En consecuencia y dado los anteriores preceptos, la Consultoría para el IED Objeto del contrato, fue excluida y el plazo pactado no se cumplió, situación que no es entendible para el ente de control por cuanto no se evidencia un acto administrativo  que modifique el objeto, el alcance, el valor, ni el plazo pactado en el contrato. Con Fundamento en lo esbozado, se  incumplió lo pactado en las cláusulas primera, segunda y sexta del contrato,  el artículo 1.602 del código civil, lo mismo que el incumplimiento al principio de transparencia, especialmente a los literales b, c y d del numeral 5° del artículo 24 de la Ley 80 de 1993. Por lo anterior, se configura un posible hallazgo administrativo.

La respuesta dada por la Administración no se acepta, por cuanto no existe un acto administrativo modificatorio al objeto y al alcance del contracto, y como se afirma en la respuesta, la consultoría fue realizada por la SED. Respecto del plazo de ejecución, se aceptan los 7 días de más que registra la bitácora, dada la explicación de la respuesta, pero los 30 días calendario que el contratista tenía para la ejecución de la consultoría, la que no se ejecutó y se tomaron para la ejecución de la obra, deben ser asumidos en el momento de liquidar el contrato; de acuerdo con lo pactado en la cláusula décima sexta, sopena de convertirse en un hallazgo fiscal, al no darse cumplimiento a la citada cláusula, en cuantía de $2.997.275,40 por cuanto el contratista incurrió en Mora, como se afirmó en el Hallazgo, ya que no se puede olvidar que el contrato es Ley para las partes, artículo 1.602 del C.C. En consecuencia, se configura el hallazgo administrativo y queda para el Plan de Mejoramiento.

3.33  CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS DEL CONTRATO DE OBRA UEL-SED-07-133–00-04

En el contrato celebrado con el CONSORCIO OBRAS IED DE SANTA  FE, por valor de $76.696.702.50, en cuyo  objeto el contratista se obliga para con el Distrito Capital – Secretaría de Educación – Unidad Ejecutiva de Localidades – Fondo de Desarrollo Local de Bosa, a ejecutar a precio global fijo la construcción de las obras necesarias para la atención de emergencias, obras de reparación y/o mejoramiento de la Institución Educativa Distrital Recuerdo de Santa fe, ubicada en la carrera 80K N°.85B-03 Sur de acuerdo con el alcance del objeto (cláusula segunda del contrato), se encontró que:

La UEL - SED (Dirección de Contratos), no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en el Parágrafo Segundo “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava, se pactó, “los Rendimientos  que llegaren a producir los recursos entregados al proponente (contratista), deberán ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital a favor de la Dirección Distrital  de Tesorería. 

En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo, provenientes del anticipo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central; De otra parte, los recursos destinados para la ejecución de éste contrato no son de la Secretaría de Educación. Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.34.  INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE  OBRA UEL-SED-07-133–00-04.

La UEL – SED (Dirección de Servicios Administrativos), el Fondo de Desarrollo Local de Bosa y el Interventor del contrato (Universidad Distrital), debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 (exp.10607). Revisados los documentos de las carpetas archivo del contrato (3), se encontró que: a) el presupuesto estimado en el plan de inversión del anticipo  ($14.764.115.50), folio 128 de la carpeta 2/3, difiere del valor de la orden de pago con que se giró el anticipo, folio 59 de la carpeta citada, en $575.225.00, que corresponden al impuesto de timbre y que debe asumir el contratista. b) las facturas soportes de la inversión del anticipo fueron expedidas entre el 16 de Febrero y 15 de marzo de 2005, según extracto de Bancafe del 31 de marzo, de la cuenta conjunta numerada con el N°13-54968-8,  revela a 18 del citado mes un saldo de $14.701.616.83  es decir  éstas no se cancelaron con los recursos del anticipo. c) Según el referido extracto, la ya citada cuenta gozaba de tarjeta débito para su manejo y por la que el Banco descontó $12.000.00 en los meses de febrero y marzo, también se observa en el extracto una comisión por valor de $1.371.34 como consecuencia de un traslado  por $14.700.000; situación que se debe tener en cuenta en los pagos y cruces del anticipo. d) según oficio CSF-SED-11.04 del 9 de marzo de 2005, el Director de Servicios Administrativos de la SED, autorizó el traslado de fondos de anticipo por valor de $14.764.115.50 de la cuenta de ahorros N°.013-54968-8 (cuenta conjunta), a la cuenta corriente N°.013-03891-4 de la Representante Legal del contratista YENNY PORRAS GONZÁLEZ. e) dentro de los documentos soportes de las carpetas que conforman el archivo del contrato (3carpetas), no se encontró conciliaciones bancarias, ni comprobantes de egreso. En consecuencia y dados los anteriores hechos el manejo del anticipo no cumplió  con el procedimiento establecido en el los artículos tercero y cuarto de la Resolución 772 de marzo 10 de 2003. Hecho que transgrede lo consagrado en el artículo 7° del Decreto 2170 de 30 de septiembre de 2002. Configurándose en un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dió cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.35 CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-20-104-00-04

En el contrato celebrado con EL CONSORCIO IED 2005, en cuyo objeto el contratista se obliga para con el Distrito Capital – Secretaría de Educación- Unidad Ejecutiva de Localidades - Fondo DE Desarrollo Local de Sumapaz, a realizar a precio global fijo el diseño arquitectónico, los estudios técnicos complementarios y la ejecución de las obras necesarias, para la atención de emergencias, obras de reparación y/o mejoramiento de la IED Lagunitas ubicada en el Corregimiento de San Juan vereda Lagunitas, por valor de $87.713.000.00, incluido A.I.U, se  evidenció que:

La UEL - SED (Dirección de Contratos), no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en el parágrafo Quinto “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava, se pactó, “los Rendimientos financieros que llegaren a producir los recursos entregados al contratista, deberán ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital a favor de Dirección Distrital de Tesorería - Secretaría de Educación D.C.- Fondo de Desarrollo Local de SUMAPAZ. Lo anterior de conformidad con lo establecido en la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación”. En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo provenientes del anticipo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central; De otra parte, los recursos destinados para la ejecución de éste contrato no son de la Secretaría de Educación ni del Fondo de Desarrollo Local de Ciudad Bolívar, son de Mártires. Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.36 INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-20-104-00-04

 La UEL – SED (Dirección de Servicios Administrativos), el Fondo de Desarrollo Local Sumapaz y el Interventor  debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 (exp.10607). Revisados los documentos de las carpetas archivo del contrato (6), se encontró que: a) El Contrato inició ejecución el 24 de febrero de 2005 y el Plan de Inversión del anticipo fue presentado hasta el 1° de marzo de 2005, hecho en contravía del artículo tercero de la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003. b) De acuerdo a los soportes con que trata de justificar la inversión del anticipo,  el contratista se gastó el 96% de este, en diseños, sin tener en cuenta que según la sentencia de la sala, éste debe ser para materiales y mano de obra; c) algunos soportes y/o cuentas de cobro anexos al plan de inversión del anticipo, están expedidos con anterioridad al giro del mismo, es decir, entre enero y  febrero, demostrando así que el procedimiento utilizado en el manejo del anticipo, riñe con lo reglamentado por la Secretaría de Educación a través de la citada Resolución.

En consecuencia y dados los anteriores preceptos, el manejo del anticipo no cumplió  con lo pactado en  los parágrafos segundo y tercero de la cláusula octava del contrato en comento; ni con el procedimiento establecido en el los artículos tercero y cuarto de la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, transgrediendo además lo consagrado en el artículo 7° del Decreto 2170 de 30 de septiembre de 2002. Configurándose en un posible hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria. 

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. 

Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dió cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.37 CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS EN EL CONTRATO UEL-SED-VL-085-00-04

En el contrato  celebrado entre la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL D.C.-UNIDAD EJECUTIVA DE LOCALIDADES- FONDOS DE DESARROLLO LOCAL DE USME Y CIUDAD BOLÍVAR,  con  el CONSORCIO AFIATER SED - 029, en cuyo Objeto el contratista se compromete a ejecutar por el sistema de precios unitarios fijos, sin formula de reajuste, el diseño y posterior ejecución de las obras necesarias, para la atención de emergencias, reparación, adecuación y ajuste a los estándares básicos en Instituciones Educativas Distritales de varias localidades del Distrito (Usme y Ciudad Bolívar), por valor de $1.137.127.793,43, se evidenció que: La UEL - SED (Dirección de Contratos), no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. 

Revisada la minuta del contrato, se observó que en el parágrafo tercero “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava, se pactó, “los Rendimientos financieros que llegaren a producir los recursos entregados al contratista, deberán ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital a favor de la Secretaría de Educación, lo anterior de conformidad con lo establecido en la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación”. En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo provenientes del anticipo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central.  Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

3.38. INCUMPLIMIENTO DE LA CLÁUSULA OCTAVA “ANTICIPO” Y DEL ARTÍCULO 7° DEL DECRETO 2170 DE 2002 EN EL CONTRATO DE CONTRATO UEL-SED-VL-085-00-04

La UEL – SED (Dirección de Servicios Administrativos – Subdirección de Plantas Físicas, los Fondos de Desarrollo Local de Usme y Ciudad Bolívar, y la Universidad Distrital  Interventor del Contrato), debieron  exigirle al contratista que la inversión del anticipo cumpliera con la jurisprudencia y la doctrina del parágrafo del artículo 40 de la ley 80 de 1993, cual es: el pago del anticipo “es un adelanto del precio que aún no se ha causado, que la entidad pública contratante hace al contratista para que a la iniciación de los trabajos disponga de unos fondos que le permitan proveerse de materiales y atender los primeros gastos del contrato, tales como los salarios de los trabajadores que dispongan para la obra”. Lo anterior de acuerdo con lo expresado por la sala de sentencia el 13 de septiembre de 1999 (exp.10607); Revisados los documentos de la carpeta archivo de éste se encontró que: a) El contrato inició ejecución el 26 de Enero de 2005 con un plazo de ejecución de 120 días y se suspendió el mismo día para el frente de trabajo IED República de México sede “A”, el cual solamente se inició hasta el 3 de junio de 2005, es decir seis (6) meses después; b) El anticipo se giró con las ordenes de pago  Números 3491, 70 y 129 del 21 de Febrero de 2005 por valor de $227.425.558.69 correspondiente al 20% del valor del contrato conforme estaba pactado; sin que existiera un plan de Inversión del anticipo como lo reglamenta el artículo tercero de la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, concordante con lo pactado en el parágrafo tercero de la cláusula octava; éste se presentó hasta el 3 de marzo de 2005; c) estando suspendido el frente de trabajo IED República de México sede “A”, El anticipo se retiró totalmente según autorización del Director Administrativo y Financiero,  traslado que se realizó el Banco a la cuenta de Ahorros No 075-27840-0 a nombre de AFIATER – SED 029.

En consecuencia el manejo dado al anticipo no cumplió con lo pactado en la Cláusula Octava del contrato, siendo éste ley para las partes (art. 1602 C.C.), ni con lo expresado por la citada sala,  siendo violatorio a lo establecido en  el articulo 7° del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, concordante con lo reglado en los artículos tercero y cuarto de la Resolución 772  del 10 de marzo de 2003. Configurándose un posible hallazgo administrativo, con incidencia disciplinaria. 

La respuesta dada por la administración, no subsana el posible hallazgo Administrativo con incidencia disciplinaria, por cuanto no se controvierte lo estimado en la jurisprudencia del parágrafo del artículo 40, de la Ley que nos ocupa y el procedimiento utilizado por la administración no se compadece con dicha Jurisprudencia la que se convierte en doctrina, y en la que se  propende por demostrar que los dineros que se entreguen al Contratista a título de Anticipo, son oficiales, es decir, públicos y girados en calidad de préstamo;  en consecuencia se debe vigilar su inversión y los gastos deben corresponder a las primeras erogaciones para la ejecución del contrato. Tampoco es consecuente con el  sentir del Legislador del Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002, en su artículo 7°, cual es combatir la corrupción, hecho que se logra dándole aplicación al artículo 209 de la Constitución Nacional, concordante con el inciso primero del  artículo tercero, numeral 1° del artículo cuarto y numeral 1° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, en los contratos se establece que el manejo y control del Anticipo se desarrollará conforme a la Resolución 772 del 10 de marzo de 2003, a la que tampoco se le dió cumplimiento. Por decisión de la mesa  de trabajo realizada el 23 de noviembre de 2005, el hallazgo se deja como administrativo, quedando para Plan de Mejoramiento.

3.39. CLÁUSULA CONTRACTUAL EN CONTRAVÍA  DE NORMAS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO EN EL MANEJO DE LOS RENDIMIENTOS FINANCIEROS EN EL CONTRATO DE CONSULTORÍA Y OBRA UEL-SED-07–012-00-04

En el contrato celebrado con CADENA FAWCETT Y CIA LTDA., en cuyo  objeto el contratista se obliga a contratar la  construcción de aulas provisionales en sistema modular ( prefabricadas) para Instituciones Educativas de la Localidad de Bosa, de acuerdo a los planos, especificaciones (cláusula segunda), y cantidades de obra entregados por la Secretaría de Educación; por un valor  de $286.242.600, se encontró que: La UEL - SED (Dirección de Contratos), no debe pactar compromisos de imposible cumplimiento, ni exenciones de responsabilidad derivadas de los rendimientos financieros de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. Revisada la minuta del contrato, se observó que en la parte final del parágrafo segundo “Rendimientos Financieros”, de la cláusula octava, se pactó, “los Rendimientos financieros que llegaren a producir los recursos entregados al contratista, deberán ser consignados mensualmente en la Tesorería Distrital a favor de la Secretaría de Educación, lo anterior de conformidad con lo establecido en la Resolución 772 de marzo 10 de 2003, emitida por la Secretaria de Educación”. 

En consecuencia la destinación establecida en la ya citada cláusula sobre los rendimientos de los recursos del Fondo provenientes del anticipo, se pactó en contravía de lo que establecen los artículos 84 y 85 del Decreto 714 del 15 de noviembre de 1996, por cuanto los rendimientos obtenidos con recursos del Distrito Capital, pertenecen a este y deben ser girados en su totalidad a la Tesorería Distrital – Administración Central.  Hecho que se configura en un posible hallazgo administrativo.

La Administración aceptó el posible hallazgo en su respuesta. En consecuencia se configura el hallazgo Administrativo y queda para Plan de Mejoramiento.

CONCLUSIONES 

1. Al redactar los objetos de los Contratos, la UEL Educación debe precisar,  linderar ( si es del caso ) o hacer alusión al anexo que discrimina el objeto, con el fin de demostrar la diferencia de los mismos al relacionarlos en los formatos preestablecidos por la Contraloría de Bogotá, mediante Resoluciones Reglamentarias 052 de 2001 y 005 de 2005.  Revisados los Objetos de los Contratos descritos en la relación de Contratación enviada por la UEL – Educación a la Contraloría de Bogotá, se observa que la descripción de los mismos es genérica y el alcance del objeto es incompleto, por cuanto no puntualiza las características de los bienes a adquirir ni determina el anexo en el cual se indican las cantidades a obtener. Se evidenció tal situación en los Contratos de Suministro Números 057, 059, 061, 063 y 087, al verificar los objetos de las minutas contractuales, encontrando que tanto en la redacción del objeto contractual como en su alcance, da la impresión de estarse contratando lo mismo a diferentes contratistas. Hecho en contravía de las normas civiles y comerciales, e incumple con lo establecido por el instructivo  de los citados formatos, reglamentados por las ya citadas Resoluciones. 

2. Falta de Planeación y de Gestión coordinada entre las diferentes Subdirecciones y Direcciones de la Secretaría de Educación, por las siguientes razones: 

* Se viabilizan los proyectos de Informática sin que en los IED se cuente con la Red de energía para poner a funcionar los equipos que se adquieren, tal es el  caso del Contrato UEL-SED-VL-049-00-04.  

* Se viabilizan los proyectos de obra sin que se cuente con la licencia de Reconocimiento y de Construcción, hecho que conlleva a suspensiones de un año y hasta más sin que se pueda ejecutar el objeto contratado como se tenía previsto, generando obras inconclusas y mayores costos a futuro para su terminación, tal como sucedió en el contrato UEL-SED-054-00-03, el que inició el 11 de diciembre de 2003 y a la fecha de revisión, está suspendido en espera de una adición para ser terminado. 

* Se viabilizan Proyectos para dotar a los IEDs del material para laboratorios Física, Quimica y Biología sin que se cuente con el espacio físico para su disposición y funcionamiento como es el caso del Contrato UEL-SED-VL-050-00-04, el que habiéndose visitado en la Localidad de Kennedy, para comprobar su ejecución, se encontró que los elementos están embodegados; igual ocurre con los contratos del Proyecto “ Bogotá Bilingüe en 10 años” ya que sus elementos (material bibliográfico, equipos audiovisuales, equipos informáticos y mobiliario) no están en servicio, porque  necesitan de un procesamiento técnico y de catalogación, que aún no se ha contratado. 

3. Falta de Control y Seguimiento en el proceso contractual de la UELSED, porque en la suspensión de las obras se observó que quien  asume finalmente la Interventoría del contrato de obra sin terminar, es la Subdirección de Plantas Físicas, sin embargo, los contratos de Interventoría son cancelados en su totalidad, hecho que seguramente y de ser comprobado, estaría generado un daño patrimonial y por ende, darían lugar a aperturas de investigaciones fiscales. Considera este ente de control que la Subdirección de Plantas Físicas debe buscar el mecanismo con la Dirección Jurídica, para terminar los Contratos de Consultoría cuando los contratos de obra se suspenden de manera indefinida, a sabiendas, de que mientras no se cuente con la licencia de reconocimiento y de construcción no se puede continuar el contrato de obra, como es el caso del contrato No10-012-00-03. 

4. Debilidades en la Cultura del Autocontrol, Mecanismos de Verificación y Monitoreo en el Sistema de Control Interno de la UEL SED por lo siguiente: En la mayoría de las Minutas contractuales revisadas, se encontraron errores  de redacción, porque no hacen alusión a las obligaciones del contratista sino del proponente, tal es el caso del contrato UEL-SED-VL-049-00-04 y además contienen obligaciones repetitivas, frases incompletas e incongruentes que en criterio del ente de control pueden conllevar a errores de fondo, en el momento de generarse una reclamación ante la aseguradora correspondiente. Se pactan tantas obligaciones que en gran parte se incumplen, tal es el caso de los Contratos de Dotación de las aulas de Informática, en los que se pacta mantenimiento preventivo y correctivo, visitas periódicas para establecer el funcionamiento de los equipos y no se observa los planes de dichos mantenimientos y/o visitas, solamente se demuestra la entrega de los equipos; no se puede olvidar que los mencionados mantenimientos hacen parte del valor del contrato y en consecuencia se debe condicionar su pago, al cumplimiento del servicio debidamente certificado. 

5. Los documentos anexos a las carpetas archivo de los contratos, carecen en su mayoría de foliación, no están ordenados cronológicamente y en un alto porcentaje  contienen documentos equivocados, es decir, hacen alusión al número del contrato pero en el enfoque general relaciona una localidad diferente y por ende se refiere a instituciones diferentes a las contempladas en el contrato, tal como en el caso de los folios 1 al 25 de la carpeta 3/3 del Contrato UEL-SED-12-065-00-04. Adicionalmente se observan documentos sin fechas  (como en la mayoría de las designaciones de los Interventores o Supervisores de la Secretaría de Educación) y sin registro de radicación, incumpliendo las normas archivísticas de la Nación y del Distrito, debilidad ésta que los enmarca en un incumplimiento de la Ley 87 de 1993 respecto del control documental que se debe ejercer para el fortalecimiento del Sistema de Control Interno. De otra parte, considera este Ente de control, que además de lo anterior, la falta de foliación completa de algunas carpetas, así como los tachones y enmendaduras, cometidos al foliar y volver a refoliar, la UEL –SED  no le estaría dando cumplimiento a lo contemplado en el inciso segundo del artículo 39 de la Ley 80 de 1993, que preceptúa: “ Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, inmutabilidad y seguridad de los originales de los contratos estatales”.  

6. Inoperancia de las Veedurías Ciudadanas en el seguimiento y Control Social a la ejecución contractual.  De las visitas realizadas a algunos IED, se evidenció la falta de cumplimiento al  artículo 66 de la Ley 80 de 1993, concordante con el artículo 9° del decreto 2170 del 30 de Septiembre de 2002, por cuanto al dialogar con los Rectores sobre el conocimiento pleno del contrato motivo de la visita, siempre nos manifestaron no conocer el contrato, solamente participan a través de las facturas presentadas por los contratistas en los casos de suministro y compraventa, y para el caso de obra, les presentan unas actas de recibo de obra para su firma, sin que en realidad sepan que es lo que están recibiendo. Es oportuno precisar que las citadas normas obligan a las Entidades Estatales a la conformación de Veedurías Ciudadanas para el ejercicio de la  vigilancia sobre la contratación que celebre. En este orden de ideas y teniendo en cuenta que los contratos que celebra la UEL-SED con recursos de los veinte Fondos de Desarrollo Local, son para los IED del Distrito Capital, considera este Ente de Control, se debe enterar por lo menos a los Rectores y a los Docentes del área relacionada con el proceso a iniciar, para la ejecución de cada proyecto, con el  fin, de que ellos puedan desarrollar las Veedurías en las etapas del proceso precontractual, contractual o postcontractual, aportando recomendaciones oportunas y ayudando a vigilar la ejecución del contrato; así, se avanzará en la eficiencia institucional y la probidad en la actuación de los funcionarios públicos.

�   Desde 1998, fecha en la cual el gobierno distrital de Enrique Peñaloza, mediante el ya derogado decreto 176, creó las UEL, reasumiendo la ejecución de más del 85,0% de los recursos locales, situación que continuó el ex alcalde Antanas Mockus y el actual Alcalde.





� Esta metodología no incluye las personas que viven en hogares colectivos, ni las que no tienen vivienda.


� Fuente: Perfiles de la Educación por Localidad, SED, 2002.


� 	Fuente: Dane, Encuesta de Calidad de Vida, 2003. NOTA: la tasa de desocupados corresponde al total de desocupados sobre la población económicamente activa (PEA)*100.





� 	Proyecto Bogotá cómo vamos, Fundación Corona, El Tiempo y Cámara de Comercio de Bogotá. 2004. Documento La pobreza en Bogotá.





PAGE  

[image: image3.jpg][image: image4.jpg]